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Fuero Militar
(Segunda Vuelta)

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO  
NÚMERO 16 DE 2012 SENADO, 192 DE 2012 

CÁMARA
por el cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 
de la Constitución Política de Colombia (Segunda 

Vuelta).
Convocada mediante Resolución número 03 del 

personas naturales o jurídicas interesadas en presen-
tar opiniones u observación al proyecto de Proyecto 
de Acto Legislativo número 16 de 2012 Senado, 192 
de 2012 Cámara, por el cual se reforman los artí-
culos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de 
Colombia. (Segunda Vuelta). 

Siendo las 9:35 a. m., del día 15 de noviembre 
de 2012 en el Salón Guillermo León Valencia - 
Capitolio Nacional en la ciudad de Bogotá, D. C., 
se da inicio a la Audiencia Pública previamente 

Senadores miembros de la Comisión Primera y 
bajo la Presidencia como coordinador ponente del 

Uribe. 
Por Secretaría se da lectura a la Resolución nú-

mero 03:
RESOLUCIÓN NÚMERO 03 DE 2012

(octubre 30)
por la cual se convoca a Audiencia Pública.

La Mesa Directiva de la Comisión Primera del 

CONSIDERANDO:
a) Que en el primer periodo de la Legislatura 

2012-2013, se radicó, en segunda vuelta, el Proyecto 
de Acto Legislativo número 16 de 2012 Senado, 192 
de 2012 Cámara, por el cual se reforman los artí-
culos 116, 152 y 221 de la Constitución Política de 
Colombia;

b) Que el Senador Manuel Enríquez Rosero, en la 
sesión del día 30 de octubre de 2012, Acta número 20, 
presentó la Proposición número 32, en la que solicita 
la realización de una Audiencia Pública para el Pro-
yecto de Acto Legislativo número 16 de 2012 Senado, 
la cual fue aprobada por el pleno de la Comisión;

c) Que la Ley 5ª de 1992 en su artículo 230, esta-
blece el procedimiento para convocar las Audiencias 
Públicas sobre cualquier proyecto de acto legislativo 
o de ley;

d) Que el mismo artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, 
faculta a la Mesa Directiva, para reglamentar lo re-
lacionado con las intervenciones y el procedimiento 
que asegure la debida atención y oportunidad,

RESUELVE:
Artículo 1º. Convocar una Audiencia Pública para 

que las personas naturales o jurídicas interesadas 
presenten opiniones u observaciones sobre el Pro-
yecto de Acto Legislativo número 16 de 2012 Sena-
do, 192 de 2012 Cámara, por el cual se reforman los 
artículos 116, 152 y 221 de la Constitución Política 
de Colombia.

Artículo 2º. La Audiencia Pública se llevará a 
cabo el día jueves 15 de noviembre de 2012, en la 
Ciudad de Bogotá, en el Salón Guillermo Valencia - 
Capitolio Nacional, a partir de las 09:00 a. m.

Las intervenciones de los inscritos, tendrán una 
duración de diez (10) minutos, prorrogables de 
acuerdo al número de inscritos y a criterio de la Pre-
sidencia de la Comisión.

Artículo 3º. Las preinscripciones para intervenir 
en la Audiencia Pública, podrán realizarse telefóni-
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camente en la Secretaría de la Comisión Primera del 
-

p. m. 

mencionadas en el inciso anterior, original y dos co-
pias de la intervención, conforme lo dispone el artí-
culo 230 de la Ley 5ª de 1992, se entenderá formal-
mente inscrita la persona. En caso de no radicarse el 
documento se anulará la preinscripción.

del Senado efectuará las diligencias necesarias ante 
el área administrativa del Senado de la República, a 

-
neral y en especial en la publicación de un aviso en 
un periódico de circulación nacional y/o de la divul-
gación de esta Audiencia en el Canal del Congreso.

Artículo 5º. Esta resolución rige a partir de la fe-

Comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de octubre de 2012.
La Presidenta,

Karime Mota y Morad.
La Vicepresidente,

Doris Clemencia Vega Quiroz.
El Secretario,

Guillermo León Giraldo Gil.
La Secretaria informa que de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, se 
inscribieron las siguientes personas: 

N° Nombre Apellido Profesión Representando a
1 Libia Ordóñez 

Peralta
 Movimiento Social Da-

mas Verde Oliva
2 Alberto Yepes  Observatorio de De-

Coordinación Europa, 
Estados Unidos

3 Viviana Rodríguez 
Peña

 Corporación Sisma  
Mujer

Carlos Rodríguez 
Mejía

 Corporación Viva la 
Ciudadanía

5 Alaguna 
Pulido

 Persona Natural

6 Luis Gui-
llermo

Secretario 
General

Federación Internacio-
-

nos
7 Carolina

Contreras
 Persona Natural

8
Arturo

Carmelo 
Piñeros Ejecutivo

Justicia Penal Militar

9 Jaime Ruiz Ba-
rrera

Presidente 
Nacional

Asociación Colombiana 

10 Rodrigo Quiñones Secretario 
Ejecutivo

Cuerpo de Generales y 
Almirantes

11 Luis 
Alberto 

Rojas 
Jaimes

 Reserva Activa del sur 
-

parral
12 Tania Parra Mon-

tenegro
Representan-
te Jurídica

-
roes

N° Nombre Apellido Profesión Representando a
13 J Ken- Burbano 

Villamarín
Coordinador 
Observatorio 
de Interven-
ción Ciuda-
dana Consti-
tucional

Universidad Libre Fa-
-

gotá

Quiroga 
Carrillo

Directora Corporación Reiniciar

15 Jomary Ortegón 
Osorio

 Colectivo de abogados 

16 Juan 
Carlos 

Monje  Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas 

-
manos

17 Oscar 
Javier 

Gordillo  Cadena de favores ONG

18 Juan 
Camilo

Rivera  Comisión Colombiana 
de Juristas

19 Luis 
Manuel

Neira Secretario 
General 

 Ministerio de Defensa

20 Claudia Erazo  Corporación Jurídica 
Libertad y Corporación 
Jurídica Gina Castro

21 Carta Abierta Comuni-
cado de Prensa

 -
sionado de las Naciones 
Unidas para los Dere-

22 Carta Abierta Comuni-
cado de Prensa

... Abogados sin frontera, 
Asociación para la pre-
vención de la Tortura

La Presidencia interviene para un punto de 
orden:

Bueno entonces señor Secretario iniciamos con 
las intervenciones de acuerdo al orden de inscripción 

-
solución que usted acaba de leer.

-
mos con los Senadores presentes para que quienes no 
trajeron el documento pues puedan intervenir pero 
estaremos sujetos entonces primero a que se conclu-
yan las intervenciones o terminen las intervenciones 

-

inscritas pero que no trajeron documento.
Así que entonces iniciamos con el primer inter-

viniente.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 

doctora Lidia Ordóñez Peralta Movimiento So-
cial Damas Verdes Oliva:

-
-

trovertible que los militares requieren de fuero mili-

Más allá de las motivaciones me remito, ustedes 
como Presidenta del Movimiento Social Damas Ver-

de los militares y policías privados de la libertad, 

el sargento primero Evelio Hernández Yara que vive 
el calvario de purgar una sentencia ilegal e injusta, 
ilegal porque se aparta de los preceptos constitucio-
nales y legales establecidos, injusta porque sin justi-

-
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de crecer con su padre, a un padre que se alejó de su 

-
-

cadora pero pienso que es cuestión de sentido común 

requiere un tratamiento diferencial en el ejercicio de 
su misión así como un galeno jura salvar vidas un 

podamos vivir la nuestra.
Por lo anterior no se puede establecer un trato 

igual a los miembros de las Fuerzas Armadas en 
cuanto a los actos del servicio con los actos crimi-
nales ya que ser militar es una vocación que implica 
riesgos innumerables en el desarrollo de activida-
des de la defensa de nuestro pueblo colombiano, es 
complicado admitir que las Fuerzas Armadas en el 
ejercicio de sus operaciones no tengan presunción de 

-
ciones felicitaciones por combatir, capturar, o dar de 

la justicia ordinaria.

conocimiento pleno de las acciones, no se entiende 
cómo al combatir a los terroristas se termine inmerso 
en procesos de carácter penal ordinario, no es com-
prensible como el dar a un criminal de baja en un 
combate se convierta por desconocimiento del dere-

-
siones de las autoridades investigadas y judiciales 
en juicios en personas protegidas o desapariciones 
forzadas.

Igualmente, no estoy aquí para promover la impu-

actos delictivos por algunos miembros de las Fuerzas 

que demanda su profesión, pero sí estoy en cabeza 
de un movimiento como una más de las víctimas que 
den a nuestros seres privados de la libertad, a sus 

justos y ejercicio efectivo del ejercicio fundamental 
al debido proceso y al principio de la legalidad.

Por eso el fuero es una necesidad en todo país de-
mocrático que adolezca de la barbarie y el terrorismo 
ya que en una operación militar debe ser analizada a 
la luz de procedimientos militares con el acompaña-
miento de la Procuraduría y un acompañamiento de 
la Fiscalía pero la Fiscalía no debe asumir el control 
de una escena de combate sin tener en cuenta el pro-
cedimiento de la Justicia Penal Militar prejuzgando 
el actor de nuestra tropa.

-

propiedad? Claro está que desde sus percepciones 
porque los errores y supuestos ideados por algunos 

-
sis cerradas a sabiendas que sólo se puede condenar 
una persona cuando persiste duda razonable.

-

miembros de la Fuerza Pública, podrían percibir sin 

casos procedimientos carentes de objetividad y co-
nocimiento.

los contendores son los narcoterroristas de las Farc, 
-

nalmente como terroristas los funcionarios de justi-

estos grupos como terroristas? Quizás para compli-
carle la vía jurídica a nuestros militares y torturar a 
sus familias en estos largos procesos jurídicos, seño-

olvidados y cuestionados por el gobierno, nuestros 
militares y policías seguirán detenidos o tendrán 

-
metido para poder ver la luz y para poder compartir 
nuevamente su libertad junto a sus familias.

¿Es acaso justo que les crean a la mayoría de los 
-

do los miembros de las Fuerzas Públicas donde se 

testimonios bases para incriminar e iniciar procesos 

¿Es acaso justo que criminales de la peor estirpe 
puedan contemplar activismo político y libertades 

-

nosotros sus principales deudos y benefactores de 
libertades y tranquilidad a causa de su digna labor?

Es indispensable recordar a una dama a la señora 
Diana Elena Calderón y a su esposo el cabo primero 

asesinados por la guerrilla de las Farc en el depar-
tamento de Arauca en el mes de abril y me pregunto 
¿será que esos crímenes quedarán en la impunidad 
ya que no conozco una sola condena por un militar o 
su esposo muertos?

Señores y damas sólo les puede decir que las da-

en esta guerra jurídica y por no seguir viviendo este 
-

mas nuestras vidas y nos está llevando a la pobreza y 

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Alberto Yepes, Observatorio de Derechos 
Humanos de la Coordinación Europa, Estados 
Unidos:

Honorables Senadores, distinguidos asistentes, 

constatar en los últimos años que uno de los factores 

-
ciones a los mismos perpetrados por integrantes de 
fuerzas de seguridad del Estado.

aislados sino de prácticas desarrolladas de manera 
masiva y generalizada obedeciendo además pautas 
de actuación o patrones uniformes y ampliamente 
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presupuestales.
Implementados con bases directivas superiores lo 

-
-

bilidad implique directamente a los altos mandos de 
las autoridades políticas y militares que estuvieron 
al frente de las fuerzas mientras se llevaban a cabo 

-

bajo la modalidad de falsos positivos por parte de 
integrantes de la República.

-
-

ñala la responsabilidad de servidores públicos y pa-
ramilitares que actuaron con su colaboración apoyo 
y complicidad.

Se estima que además cerca de 2.000 mujeres 

miembros de las Fuerzas Públicas entre 2001 al 2009 
en tanto que cerca de 2.500 personas fueron víctimas 
de tortura entre 1998 y 2008 estando comprometida 
la responsabilidad de agentes del Estado en el 92% 
de los casos.

Esta inmensa mayoría de casos están, de estos crí-
menes permanecen en la impunidad y sus responsa-

-

en estos casos, las trabas y obstáculos para alcanzar 

parte de las propias fuerzas del orden.
La ampliación del fuero militar a este tipo de de-

litos condenará seguramente a sus víctimas y sus fa-
miliares a no conocer la verdad sobre estos crímenes 
atroces, a no saber el paradero destino de sus seres 
queridos y a no poder obtener reparación ni garantía 
de justicia que alcance los responsables que ordena-
ron, organizaron e instrumentalizan estos crímenes 
por lo que la justicia internacional tendrá que asu-

de investigar y llevar ante la justicia a los más altos 
responsables de estos crímenes de guerra, crímenes 

-

actuales facultades de la justicia ordinaria y de los 
mecanismos legales para que estos delitos puedan 
ser investigados de manera parcial e independiente.

-
diciales o Naciones Unidas sobre el tema en el año 
2009 informó que en mis investigaciones se des-
prenden claramente que los miembros de las fuerzas 

considerable de ejecuciones ilegales y que el cuadro 

similar para caracterizarlas como incidentes aislados 
perpetrados por algunos soldados o unidades relega-

-
zos del 2009 que en estos casos eran más de 3.000 

-
vados Justicia Penal Militar sin una adecuada actua-
ción judicial.

Alston estos crímenes tuvieron su origen en tres fac-
tores, presiones a las tropas para mostrar resultados 

bajas, un sistema perverso de incentivos y recom-
pensas por producirlas y las garantías e impunidad 
en las investigaciones penales y disciplinarias.

En estas circunstancias se desarrollaron prácticas 

-
-

que resulte absolutamente inconsistente y desatinado 
atribuir a los miembros de la fuerza castrense no sólo 
el conocimiento y el juzgamiento de este tipo de crí-
menes sino peor aún la responsabilidad de conocer 

Esta modalidad de crimen requiere del inicio de 

imparciales e independientes de la institución com-
-

para imposibilitar la distorsión de las pruebas y la 
manipulación de la escena del delito lo mismo que 
para impedir el desvío desde el inicio del curso de 
las investigaciones.

Si la garantía de impunidad de los delitos perpe-
trados por miembros de las fuerzas del orden conte-
nidos en la reforma de ampliación del fuero militar 
se suman las prerrogativas contenidas en el proyecto 

-
nal de la Fuerza Pública y que otorga facultades a 
sus miembros para subestimar los daños colaterales 

medio la obtención de ventajas militares concretas, 

como acciones en el marco de la guerra se podrían 
considerar acciones legítimas y que en todo caso no 
serán nunca investigados en ninguna circunstancia 
por ninguna autoridad judicial imparcial indepen-
diente.

Por estas razones más de 230 organizaciones 

organizaciones internacionales y personalidades de 
12 países de Estados Unidos, Reino Unido, España, 
Cataluña, Francia, Suiza, Suecia, Guatemala, Norue-

-

comunicación al señor Presidente de la República y 
a todos y cada uno de los miembros del Congreso 

oposición a esta reforma que amplía el fuero militar 
y solicitando el retiro de esta iniciativa.

La cual coloca al país por fuera de los parámetros 
básicos aceptables para investigar y juzgar los crí-

Internacional Humanitario perpetrado por miembros 
de la Fuerza Pública a su vez que niega los meca-
nismos de acceso a los y las ciudadanas que resul-
ten víctimas de estas violaciones para que sus casos 
sean conocidos en un sistema que garantice respeto 
a la autonomía y plena capacidad de los órganos ju-
diciales para establecer la verdad y sancionar a los 
responsables y resarcir a las víctimas.
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-
tinguidos asistentes a esta audiencia es el siguiente: 
señor Presidente de la República, señores miembros 
del Congreso de la República de Colombia.

por la previsible impunidad de graves violaciones de 
-

nacional Humanitario que se auspiciará de aprobarse 
la reforma constitucional que actualmente se debate 
en el Congreso de Colombia para fortalecer el fuero 
penal militar.

Respaldamos el reciente llamado de alerta al Go-
bierno Nacional y el Congreso de la República pro-
ferido por 11 relatores y grupos de trabajo de relacio-

para que reconsideren la inconveniente aprobación 
-

bia que garantizará la impunidad judicial a agentes 
del Estado incursos en las más graves violaciones 

Humanitario ampliado por medio de una reforma 
constitucional el fuero militar a graves violaciones 

Esta reforma es un alarmante retroceso pues 
-

del ámbito de la competencia de la Justicia Penal 
Militar, logrados en la legislación y la jurispruden-

-

cometidas por agentes del Estado y la persistencia 

torturas, desapariciones forzadas, reclutamientos 

por los agentes forzados constatados en los recien-
tes informes y visitas internacionales de relatores 
y grupos de trabajo de las Naciones Unidas y de la 

-
manos deberían ser la razón principal para asegurar 
que por la naturaleza de estos delitos su conoci-
miento judicial sea siempre asumido por la justicia 
ordinaria y en ningún caso por tribunales militares 

-

Con esta forma el Estado colombiano lejos de for-
talecer la labor de la justicia ordinaria y la Fiscalía 
General de la Nación para avanzar en líneas de in-
vestigación que permitan el esclarecimiento de los 
crímenes el juzgamiento y sancionar responsables 
conforme a estándares constitucionales, internacio-

-
litares y policías implicados en graves violaciones 

Internacional Humanitario.

ordinaria y permitiendo que la jurisdicción penal mi-
litar carente de toda independencia e imparcialidad 

asuntos de orden público sea la facultada para que 
agentes de los estados activos o en retiro sean a la 
vez juez y parte en estas investigaciones penales. 

La ponencia presentada para el debate del Pro-
yecto de Acto Legislativo número 198 de 2012 que 
la Cámara de Representantes establece que “de los 
delitos de los miembros de la Fuerza Pública en 

servicio activo y en relación con el mismo servicio 
conocerán las cortes marciales o tribunales milita-
res, tales cortes o tribunales estarán integrados por 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo en 
retiro, en ningún caso la Justicia Penal Militar co-

desaparición forzada, ni los delitos que de manera 

-
nitario cometidos por miembros de la Fuerza Pública 

-
les o tribunales militares o judiciales, estos cambios 
contravienen la jurisprudencia constitucional y los 

-
mitado la jurisdicción penal militar a asuntos estric-
tamente relacionados con la disciplina interna de la 
Fuerza Pública y pone en cuestión la autonomía e in-
dependencia del poder judicial cuando el parlamento 
se arroja la facultad de establecer los criterios e inter-

las investigaciones judiciales.

-

agentes de interactivo cumplimiento.
La independencia e imparcialidad de la justicia 

-
cias ajenas a cualquier proceso penal entregando 
funciones jurisdiccionales a militares tales como una 

conformado de pronto por militares activos o reti-
rados.

-
tos de Naciones Unidas crímenes graves, como las 

-
tra mujeres y niños, quedarán bajo la competencia de 
la Justicia Penal Militar.

permitan la impunidad contribuyan a la estigmatiza-
-

ticia con acciones ilegítimas que van en contra del 
orden establecido.

Finalmente resulta indignante que recursos pú-
blicos del Estado se destinen para la defensa mili-
tar y policías acusados de graves violaciones a los 

a las víctimas de estos crímenes se les coarta el dere-

a la justicia en condiciones de igualdad e imparcia-
lidad.

-

miembros del Congreso retirar y abstenerse de conti-
nuar el trámite de aprobación del acto legislativo de 
la referencia y en cambio acoger la oferta y asesoría 
para superar la impunidad propuesta a ustedes por 
11 relatores y grupos de trabajo de Naciones Unidas.
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La Presidencia ofrece el uso de la palabra a 
la doctora Viviana Rodríguez Peña, Corporación 
Sisma Mujer:

-
ración Sisma Mujer quiere presentar ante ustedes 
unas observaciones respecto del proyecto en tanto 

-

acceso a la justicia.
En primer lugar, ubicamos que el sistema judicial 

que se crea en el acto legislativo es un sistema pa-
ralelo para los integrantes de la Fuerza Pública que 
está compuesto por un tribunal de garantías penales 
en la cual digamos va a tener conocimiento no so-
lamente de los casos que conocerán la jurisdicción 
penal militar sino de la jurisdicción ordinaria.

-
rios órganos que se van a crear especialmente para 
los miembros de la Fuerza Pública con cargo al 
erario público y sin embargo, no encontramos los 
mismos controles que debería tener y que tiene la 
jurisdicción ordinaria como en adelante lo observa-
remos.

-

entre la jurisdicción penal militar y la jurisdicción 
penal ordinaria y en eso encontramos que se esta-
blecería una competencia diferente a la cual está ac-
tualmente que abre una competencia general para la 
jurisdicción penal militar.

Respecto de esa ampliación encontramos que el 
sistema judicial que está creando este acto legisla-

por ende no está sometido a los controles llamados 
-

men democrático como el que está establecido en la 
Constitución Política del 1991.

Este sistema de contrapesos es una garantía de 
-

te para la generación de un escenario en que las mu-

digna y libre de violencia y accedan o tengan garan-
tías para el acceso a la justicia.

En consecuencia consideramos que no contri-

controles y estructura de la jerarquía militar que es-
timula ciertamente una visión más patriarcal de la 
sociedad dado que tiene un uso privilegiado de la 
fuerza y de las armas que caracteriza la institución 
castrense.

El fortalecimiento de una visión de sociedad ba-
sada en la jerarquía, la fuerza y el poder militar sin 
ningún tipo de control atentan no sólo contra los 
postulados democráticos sino afecta las garantías 
que brinda la supremacía del poder civil en una de-
mocracia y estas a su vez aportan a la radicación de 
la violencia contra las mujeres.

En segundo lugar consideramos que esa amplia-
ción de competencia y ese cambio de la regla de 

-
mente según la cual la competencia general es de la 
jurisdicción ordinaria actualmente no se correspon-

-

conocimiento que tengan los tribunales militares de 

Con el establecimiento del Sistema Penal Militar 
que se está discutiendo actualmente se amplía la ju-
risdicción la competencia que tiene la jurisdicción 

una especial garantía para mantener al margen de 
la jurisdicción penal militar los casos de violencia 
contra las mujeres que por regla general actualmen-
te son de competencia de la jurisdicción ordinaria y 
civil.

Por ende quienes acompañamos y representamos 
a mujeres víctimas de violencia nos preguntamos 
¿cuáles son las garantías que tendrían las mujeres 
para acudir a esta jurisdicción siendo que actual-
mente en el marco de la Administración de Justicia 
integrada por autoridades civiles está demostrado 
que alrededor del 80% de las mujeres víctimas de 

-
cible entonces que estas no acudirán ante un ente de 

militarista no genera las mejores condiciones para 
garantizar su acceso a la justicia.

En tercer lugar consideramos que la reforma 
contraría las garantías básicas para acceder a la jus-
ticia de carácter civil y autónoma para las mujeres 

-
to y al menos formalmente el Estado colombiano y 

-

o entenderse relacionada al servicio prestado por la 
Fuerza Pública.

Sin embargo, por cuenta de este proyecto en 
curso en la jurisdicción penal militar adquiere com-

puerta para que crímenes atroces cometidos contra 
-

dos por tribunales militares.

-

-

proyecto de reforma para ampliar aún más el marco 

-

menores”.
En cuanto a la reforma no incluye como parte 

de la sección este tipo de crímenes y deja abierta 
la posibilidad para que los mismos sean conocidos 
por jueces militares y aunque bajo nuestra conside-

se dejaría a las autoridades judiciales la decisión de 
que la violencia fuera o no conocida por la juris-
dicción penal militar teniendo en cuenta que en los 
casos concretos las autoridades incluso los civiles 
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-

más los prejuicios de la Administración de Justicia 

En este sentido traemos algunos ejemplos que 
encontramos en nuestra práctica en la cual la Ad-
ministración de Justicia considera que los delitos 

-
dual de los agresores y por tanto la demostración de 
generalidad y/o sistematicidad para inscribir los ata-

legal o ilegal respectivo o en una política de acción 
enfrenta obstáculos adicionales al acceso a la justi-
cia para las mujeres en el país.

Por su parte a nivel interno la Corte Constitucio-

-
-

Dentro de la categoría de graves violaciones de 

por los pactos y convenios que conforman el Dere-
-

da la Convención Belem Do Para, y que por cuenta 
del proyecto de reforma constitucional quedarían 
bajo la competencia de la jurisdicción penal militar.

Digamos esto sería una falta a las obligaciones 
estatales que tiene Colombia para respetar la forma 

-
manos.

En cuarto lugar, consideramos que la aplicación 
-

cional Humanitario trae varias limitaciones y deja 

Internacional Humanitario y crímenes internaciona-
les esto debería revisarse conforme a la posibilidad 
de que la Corte Penal Internacional entre a conocer 

-
risdicción especial que está a punto de crearse.

Adicionalmente llamamos la atención que mien-
tras a nivel internacional la justicia cada vez más 
serio y con mejores calidades y estándares los crí-
menes cometidos contra las mujeres por ejemplo la 

-
lizar y se sustraiga la justicia a los responsables más 

-
sable a la Fuerza Pública.

personas que concurren al proceso y por ende soli-
citamos que la violencia contra las mujeres y pun-

-
cias que vaya a tener la jurisdicción penal militar. 
Gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Carlos Rodríguez Mejía, Corporación 
Viva la Ciudadanía:

Muy buenos días a los señores Senadores a la 

Humanos de la Universidad Santo Tomás, quisiera 
-

to y con la interpretación constitucional del artículo 
221 de la Constitución la reforma que se pretende 
introducir no es necesaria. Carece de necesidad.

desde la Sentencia 358 de 1997 interpretó adecua-

en la Constitución anterior salvo lo que se introdujo 
en la reforma del año de 1995 a 1991, es decir, tene-

-

la Corte Constitucional y por la Corte Suprema de 

-
bro de la Fuerza Pública si se encuentra en servicio 

La norma constitucional y esto es muy importan-
te parte de la premisa de que el miembro de la Fuerza 

-
no, el servicio público no agota ni concentra el total 

por lo demás ocurre con cualquiera de nosotros. La 
totalidad de los actos u omisiones de miembro de 
la Fuerza Pública no puede en consecuencia quedar 
comprendida dentro del fuero castrense.

Esos actos y omisiones como consecuencias 
penales continúan siendo simplemente la voluntad 
delincuencial imputable a la persona y no siempre 
conectada al servicio público de la defensa y la se-
guridad pública, cuando eso ocurre es decir, cuando 

eventualmente sancionado según las normas pena-
les ordinarias para dar estricta aplicación al princi-
pio de igualdad.

Segundo punto que quisiera señalar es que el 
-
-

rables congresistas, el Presidente de la República y 
otros altos funcionarios gozan de un fuero constitu-
cional especial no dan razón de ello sino en razón de 
la protección que merece la función de la institución 

fuero tiene por objetivo proteger a la institución mi-
litar a la Fuerza Pública.

Que es una institución disciplinada y jerarquiza-
-

cio alude a las actividades concretas que se orientan 

Fuerzas Militares, en el caso de las Fuerzas Mili-
tares de defensa de la soberanía y la independencia 
la integridad del territorio y de la Policía Nacional 
mantenimiento de las condiciones necesarias para el 
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-
-

lidad constitucional no pueden caer bajo el ámbito 
de la jurisdicción penal militar, y esto incluye actos 

inusitada gravedad se apartan desde el comienzo del 

actos que sin llegar a ser masivos y sistemáticos y 
-

considerarse dentro de la ley visión constitucional 
de la Fuerza Pública.

tratar el tema de la igualdad y de que los miembros 
de la Fuerza Pública no pueden ser considerados 
ciudadanos de segunda categoría, es decir, que no 

-

norma universal y está establecida en la Constitu-
-

ternacionales.
-

nos, no es admisible crear diferencias de tratamien-

igualdad se concreta en una regla que es absoluta 

emergencia y es que los jueces y tribunales deben 
ser competentes, independientes e imparciales.

-

tiene un elemento subjetivo del juez o magistrado y 
un elemento objetivo es decir que un observador in-
dependiente pueda considerar imparcial al tribunal, 
esta es la base de la credibilidad de cualquier siste-
ma de justicia, y la independencia tiene dos aspectos 
la carrera judicial es decir, la estabilidad de jueces y 
magistrados y segundo la separación de poderes en 
que las otras ramas no tengan injerencia en el pre-
supuesto, la administración y dirección de la rama.

La reforma constitucional que está estudiando el 
Congreso atenta contra la igualdad, porque en pri-
mer lugar establece un tribunal de garantías diferen-
te a los jueces y tribunales de garantía del procedi-

y por lo tanto constituye un privilegio discriminato-

por los pactos internacionales que son normas im-
perativas.

En segundo lugar dentro que porque atenta con-
tra la igualdad se conforma un organismo especial 
paritario como si el problema de la justicia fuera un 
problema de igualdad entre los pares, entre las dos 
jurisdicciones paritarias entre las dos jurisdicciones 

de establecer un privilegio, para no proceder de for-

y de competencias en el procedimiento ordinario.

los generales y almirantes de la Fuerza Pública, ar-

trato desfavorable para los demás miembros de la 
-

-

investigará y juzgará la jurisdicción penal militar, a 
los Generales y Almirantes los investiga y los juzga 
la Corte Suprema de Justicia.

Quizás los Generales y Almirantes tienen en su 
mente el caso del Almirante Arango Valle quien dijo 

-

Finalmente quisiera señalar que la reforma que 
está en curso abre de par en par las puertas a la in-
tervención de la Corte Penal Internacional, la Corte 

que esta es una jurisdicción complementaria de la 
jurisdicción nacional y que sólo puede intervenir 
cuando los tribunales nacionales no actúan para sus-
traer al acusado de la justicia internacional por los 

en forma independiente e imparcial de conformidad 
con las debidas garantías procesales reconocidas en 

De manera que si el tribunal o juez colombiano 
que investiga y juzga a los miembros de la Fuerza 
Pública no es un juez competente independiente e 
imparcial las víctimas tendrán todavía la oportu-
nidad de acudir a la Fiscalía de la Corte Penal In-
ternacional y por esa vía activar el procedimiento 
complementario…

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor -
tural:

Buenos días a los asistentes debido a las limi-
taciones del tiempo voy a ser muy sucinto con el 

-

de mis antecesores evoque un pasaje suscitado en 
1862 con uno de los principales tratadistas del dere-

-
-

girnos es por unos factores reales de poder, por eso 
la Constitución los códigos y una simple ponencia 

Esto ya está inventado, eso ya está insertado 

parece que estamos cayendo en el positivismo de 
Agustín, que estamos cayendo en las legulelladas y 

nuestros militares.
Alguien manifestó en una de sus intervenciones 

juzgaban tan atrozmente no en todos los casos sino 

-
-

bres se les morían en las manos desangrados por 
minas antipersona, por armas que son catalogadas 

-
cional Humanitario.
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-
tado que no es necesaria una reforma de carácter 
constitucional mediante un acto legislativo, estamos 

-
nerando el principio de la igualdad, yo quisiera acla-
rarle al doctor que la igualdad es un principio y un 

-

carga dinámica de la prueba y ellos mismos son los 

que el 92% de los militares en todos los casos eran 
culpables? Lo invito a que vayan a los centros de 

los procesos.

decirles que ese 92% que uno de mis antecesores 
manifestó es que los militares y los policías dete-
nidos son inocentes, ¿y cuál es mi propuesta y el 

de la que estamos desde que prácticamente nos in-
dependizamos? Porque seguimos cometiendo los 
mismos errores, porque seguimos cayendo en las 

-
-

do para las Naciones Unidas para preguntarle por 

1968 sobre la imprescriptibilidad de los delitos de 

-
-

-
ción forzada? Esas son las cuestiones pizarras que 

Senadores y asistentes.

-
calde que demuestra que el crimen sí paga? ¿Por 

Semana, adicionalmente opinando cuando debería 
-

mitimos que el Estatuto de Roma 1998 tuviera siete 
años, siete años en el limbo para que los crímenes 
de los paramilitares pudieran tener unas penas irri-
sorias?

-
cia y paz y adelantarnos a nuestro marco jurídico no 
para la paz sino para la impunidad, quiera dejar sin 
pena a los terroristas de las Farc, los paramilitares 
están pagando penas irrisorias, los criminales de las 

-
-

nos, que no reclutan niños, que son campesinos que 
cultivan la tierra y están en contra de la opresión del 
gobierno, eso no se lo cree nadie.

-

como ya se lo dije a uno de los eminentes abogados 
-

tan ser probados porque son tan evidentes que trai-
go a colación el aforismo, “rerum pro se loqui”, las 

es colaboradora es curioso que la Procuraduría la 
mayoría de los casos de los militares recomiende la 
absolución porque las pruebas son amañadas, por-
que los plazos mentirosos.

militares, eso es bastante curioso entonces me pre-
gunto si vamos a permitir que esta impunidad se siga 
manifestando, si vamos a permitir que un militar en 

-
ma defensa, una presunción de inocencia y el lugar 

-
grado en el artículo 29 adicionalmente en el artículo 

buena fe, los militares tienen es una presunción de 

reúnen para ejecutar o previamente para planear una 
operación militar en un ejercicio de estrategia mili-
tar ya se les consideran como una reunión para un 
concierto para delinquir, ¿es justo eso? ¿es justo les 

como dijo la señora que intervino en primer lugar 
-

¿Es justo que personas que otorgan y ofrendan 
sus miembros por caer en campos minados, en lu-
gar de ser reconocidos como lo son previamente fe-
licitados y condecorados por sus superiores y por 

-
menes de Estado, pero no en todos los casos.

Aquí no tenemos un criterio intermedio, aquí 

proponerles que efectivamente no estudiemos tanto 
una reforma de fondo, en el tema del fuero militar, 
busquemos una reforma de forma, busquemos unos 
cambios que permitan que la Justicia Penal Militar 
no sea un saludo a la bandera.

Que se establezca que concomitante y posterior-

de investigación por ejemplo la policía lo tiene, con 
-

los análisis y la cadena de custodia de las pruebas, 
-

-
calía, si se está vulnerando la cadena de custodia y 
el debido proceso.
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Tenemos una justicia ordinaria que tiene la fa-
ceta de la indagación, la investigación y el proceso, 

faceta, por eso le solicito en esa manifestación muy 
-
-

ñamiento.
Que se permita que los crímenes que se cometen 

en desarrollo de los actos del servicio sean juzga-
dos por la Justicia Penal Militar y que cuando con 
la evidente probidad que los Tribunales de Justicia 

competencia a la justicia ordinaria.
Por eso mi llamado nuevamente es a la justicia, 

mi llamado es al respeto para los militares, porque 
estamos dejando y vuelto a citar al señor Ferdinand 
Lasalle, que los criminales y el terrorismo se vuel-
van un factor real de poder que cogobiernan este 
país y que nos tiene sumido en el miedo y por eso 
este proceso de paz que se desarrolla en este mo-
mento es una falacia y una ofensa para los colom-
bianos de bien.

Esa es mi ubicación muy sentida para ustedes y 
agradezco la oportunidad.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Luis Guillermo Pérez, Secretario General 
Federación Internacional de Derechos Humanos:

señoras presentes en esta audiencia, la Federación 

la creación y el fortalecimiento de los organismos 

Miembros de nuestra federación impulsaron la 

Humanos de las Naciones Unidas, y desde 1932 
reclamamos el establecimiento de una Corte Penal 
Internacional.

-

una misión de la Federación, para constatar la situación 
-

comendaciones a las autoridades colombianas.
Ya desde entonces se dijo claramente por la Fe-

deración que era necesario que las investigaciones 
-

-
sado no solamente en Colombia sino en distintos lu-
gares del mundo para que se fortalezcan los órganos 
de justicia independiente y en particular en aquellos 

que se garantice el debido proceso.
El debido proceso en primer lugar de las víctimas 

que suelen ser millares o millones como lo consta-

-
ticia, a la reparación, pero sobre todas las garantías 

insistido insistentemente en relación con diferentes 
Estados.

Les comentó el señor Ministro de Defensa en su 
respuesta a las Naciones Unidas a los 11 relatores 

-
minar de una vez con el discurso de los desafectos, 
y no se trata de que la comunidad internacional, las 
Naciones Unidas, la OEA, con nuestra federación 
tengamos desafectos con ninguna organización de 
la Fuerza Pública en ningún lugar del mundo.

Nuestros desafectos son en relación con el accio-
nar de miembros de esas Fuerzas Armadas, de esas 

orden público interno terminan cometiendo críme-
nes de carácter internacional.

Así que nosotros respetamos profundamente la 
labor de las Fuerzas Armadas y de la Fuerza Pública 
en Colombia y en todos los Estados, pero está claro 

internacionales de los Estados para garantizar jus-
ticia y para garantizar que los crímenes no se sigan 
perpetrando.

las Naciones Unidas el Ministro de la Defensa que 
-
-

-
ción de motivos el gobierno donde se dice que se 
afecta el cumplimiento de la misión constitucional 
y legal de la Fuerza Pública cuando no tienen las 
garantías y las reglas claras frente a la manera como 
los operadores judiciales pueden investigar y san-
cionar estos crímenes.

-
-

tigación y sanción de estos crímenes, pero lamen-

la justicia ordinaria más del 90% de los procesos, 
de estos procesos en relación con violaciones a los 

permanecen en la absoluta impunidad.

la responsabilidad penal de los determinadores de 
-

los Estados Partes de conformidad con el artículo 

que: “los Estados tienen la obligación de fortalecer 
las salvaguardias para el individuo ante las Fuerzas 
Armadas, límite de la competencia de los tribuna-
les militares a las cuestiones internas de disciplina 
y asuntos análogos de manera que las violaciones 

la competencia de los tribunales civiles y disuelva 
todos los grupos paramilitares”.

De igual manera los relatores especiales sobre 

Unidas señalaron que: “el sistema de justicia militar 
garantiza la impunidad de actos como la ejecución 
sumaria, la tortura y la desaparición forzada, por lo 
tanto la única medida apropiada sería la eliminación 
de esos actos del ámbito de la Justicia Penal Militar”.

La Corte Interamericana a su vez en un caso no 
colombiano en el caso Durán y Ugarte contra Perú 
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-
-
-

tección de intereses jurídicos especiales vinculados 
con las funciones que la ley le asigna a las Fuerzas 
Militares.

-
ción militar el juzgamiento de civiles y sólo se debe 
juzgar a militares por la Comisión de Delitos o fal-
tas que por su propia naturaleza atenten contra bie-
nes jurídicos propios del orden militar.

-
cional que esta reforma constitucional en curso del 
fuero penal militar es un retroceso de la coopera-
ción internacional en desarrollo en Colombia en los 
últimos 30 años, es un retroceso frente a las obli-
gaciones internacionales del Estado colombiano en 

abusos de poder.

se convierte en un gran obstáculo y en un gran peli-

Insistimos en que anuncio la impunidad que ge-
nera el ejercicio del fuero penal militar y no esta-

jurisdicción penal militar en el mundo y más allí 

Fue su proceso objeto de seguimiento de la co-
munidad internacional, quien lo resolvió la Justicia 

y que se sentenció, se sentenció a muerte a aquellos 

-
guna contra los determinados desde su asesinato.

Este es apenas un ejemplo que pareciera lejano 
pero muy cercano en relación con situaciones que 
nosotros seguimos de cerca como los ataques per-
manentes contra la justicia ordinaria en casos tan 
emblemáticos como el del Palacio de Justicia como 
el caso de Mapiripán, o el caso de Santo Domingo 
donde se sigue discutiendo si se trató de crímenes 

-

Lo que tenemos que decir es que el Estado tie-
ne la obligación de garantizar que la Fuerza Pública 
respete las obligaciones internacionales del Estado 

-
manos y el Congreso de la República no puede ser 

sociedad colombiana y tiene obligaciones frente a la 

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a 
la doctora Carolina Arévalo Contreras, persona 
natural:

-
ciar mi intervención abriendo con miras de algo que 
vi en la Internet y que me causó bastante curiosidad 

“las Fuerzas Militares y de Policía en Colombia se 

el 2001 y el 2012 y para su labor contarán este año 
con un presupuesto cercano a los 23.2 billones de 

según el mandatario gracias al fortalecimiento pre-

Lo que no se cuenta en este momento es que la 
-

-
les. Tristemente en este momento sólo en el centro 
de reclusión militar de Puente Aranda se encuentran 
más de 17 miembros de las fuerzas especiales.

capacitados para el cumplimiento de misiones es-
-

están físicamente? ¿Saben ustedes dónde se encuen-
-

tenidos.
Me atrevo a contarles que nuestras Fuerzas Mi-

litares están siendo el blanco de colectivos crimina-

Humanos actúan con sevicia y maldad en contra de 
la legalidad de nuestro país, en este momento di-

¿Cómo actúan?
Con la venia de la Presidencia y de la oradora, 

interpela el honorable Senador Luis Carlos Ave-
llaneda Tarazona:

Presidente es para solicitar por su conducto que 
quienes están interviniendo tengan un poco de tem-
perancia, yo creo que las organizaciones defensoras 

-
minales, aquí no se puede permitir un irrespeto de 
esa naturaleza era en ese sentido Presidente para que 

Con la venia de la Presidencia y de la orado-
ra, interpela el honorable Senador Jesús Ignacio 
García Valencia:

-
plemente llamó la atención de la Presidencia para 

pues sencillamente que la fundamente.
Recobra el uso de la palabra la doctora Caro-

lina Arévalo Contreras, persona natural:
-

cia, voy a comentar cómo actúan, por cada demanda 
interpuesta y ganar en instancias internacionales, 

-
nos reciben cuantiosos recursos económicos los 

Uso la palabra supuestas porque en la mayoría 

de montajes casi perfectos para enlodar militares y 
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desfalcar a nuestro Estado colombiano, montajes en 
donde participan como directores los colectivos de 

-
ces, magistrados y civiles que fungen como testigos 
falsos.

Nada más debemos recordar la fábrica nacional 
de testigos tan de moda por estos días, estos últimos 
tal vez por ignorancia, necesidad y adiestramiento 
aceptan decir que sus familiares pendencieros muer-
tos no pertenecían a ningún frente terrorista primera 
mentira, sino que eran nobles campesinos dedicados 

es a la siembra de minas antipersona. 
-
-

ran como mercenarios con los malvados y ayudan a 
desestabilizar nuestra seguridad nacional, ojo a esto, 
desconstitucionalizando el Estado y legalizan el cri-
men, triste ver que en un país con tantas necesidades 

desangrando económicamente pagando millonarias 
demandas, colocándose con el incierto futuro de un 
pueblo.

Pues bien mis queridos amigos colombianos, si 
los miembros de nuestras Fuerzas Armadas tuvie-
ran un fuero militar digno se combatiría sin miedo a 
los barrotes de la cárcel y al desprestigio de una so-
ciedad, el fuero militar pleno óigase bien, pleno es 
una necesidad de orden social y un deber del Estado 
para con el ciudadano que presta sus servicios por la 
seguridad e integridad de un país.

Recordemos el fuero militar no es un favor es un 
deber del Estado para con los militares, o con los 
miembros de la Fuerza Pública, los militares deben 
ser juzgados por militares iguales superiores en je-

-
ticia las actividades propias de la guerra para que 
sus fallos sean basados en la realidad del servicio, 
los militares no deben ser juzgados por una justi-
cia ordinaria que desconoce la realidad del combate 
como consecuencia se debe dar de baja ya el nefasto 

-
tre el Ministerio de Defensa y la Fiscalía.

Estos factores anteriormente citados se pueden 
prestar para grandes ignominias en contra de nues-

-
blar de un fuero militar pleno en donde todas las 
actividades propias del servicio sean juzgadas por 

fuera del servicio deben ser juzgados por la justicia 
ordinaria, pues dentro de las tropas como principio 
jamás se debe fomentar la impunidad.

Sin embargo, siento temor de las posibles tram-
pas jurídicas que se puedan suscitar al invocar a la 
justicia ordinaria para juzgar delitos cometidos fue-
ra del servicio porque las garantías procesales de 
imparcialidad y legalidad y celeridad no estarían 

fuero militar pleno, para todos nuestros miembros 
de las Fuerzas Públicas y sea al de cada una cláusula 

grupos al margen de la ley, llámense paramilitares, 
llámense guerrilla, ni con ningún miembro de una 

-
líticos que dejen ciega la verdad.

-
ticiones y sugerencias en sus manos invoco espe-
cialmente a Dios y a la Santísima Virgen María para 

Gracias.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 

doctor José Arturo Carmelo Piñeros, ex Director 
Ejecutivo Justicia Penal Militar:

-
cias por la oportunidad que viva la democracia se 
está poniendo esto muy atractivo, veo como cada 
vez en los foros acerca del fuero militar participan 

-
cemos en Acore.

-
tado a la reserva activa. Con la izquierda radical y 

-

como ciudadano colombiano y como militar retirado 

de ninguna manera de manera despectiva al saludo a 
la bandera, por favor cuando queramos decir es que 

no tomarla como si fuera un saludo a la bandera, es 
que para nosotros es muy importante, es que si este 

-
blarse de esa manera.

Y más aún cuando alguien que estuvo aquí estu-
vo defendiendo precisamente la institución militar 
en la institución Patria.

en Acore, en algunos sentidos y llegamos a la con-
clusión de que ya no como decir, como al principio 

-
cional, que los delitos cometidos por los miembros 
de la Fuerza Pública en servicio activo conocerán 
las cortes marciales o tribunales militares de acuer-
do con lo dispuesto en el Código Penal Militar.

-
taciones, a pesar de ser tan sencillo, tan concreto 
aquel artículo que viene en 1830 reformado un poco 
en 1886 y adicionado en el Acto Legislativo número 

-
nales deberán estar integrados por miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo en retiro.

Detrás de este último renglón que fue el resulta-

en el Acto Legislativo número 2 de 1995.

un artículo tan pequeño como ese, lo que estamos 
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ampliando o de pronto intermedio de la ampliación 
-

titución Nacional, pero siendo concretos porque el 
tiempo apremia quiero referirme a algunas observa-

activa.
-

tido una duda muy marcada acerca de la conve-
niencia de señalar tipos penales en la Constitución 
Nacional, y su correspondencia con la pretendida 
intención de generar seguridad jurídica, recordemos 
nosotros que la intención de este acto legislativo es 
generar seguridad jurídica en el combatiente.

-
-

está en caída libre lo que nosotros estamos preten-

esos puntos de apoyo que se llama las reformas de 
las normas estatutarias se pueda arreglar en algo la 
intención tan buena que se tuvo desde un principio.

señalar estos tipos penales en la Constitución Na-
cional porque más parecen corresponder a los Có-
digos Penales y efectivamente en el Código Penal 
Militar está y en la jurisprudencia de la Corte Cons-
titucional de manera amplia se encuentra.

Ese detalle generaría mayores dudas en la Justi-
cia Penal Militar en el fuero militar es conveniente 
anotar que este es un concepto compartido en dife-

-
cebido previamente con organizaciones no guberna-
mentales defensoras del establecimiento de un fuero 
militar más restringido.

del tribunal especial, no aparece la función de cono-

-
petencia se requiere el conocimiento militar.

-
sejo Superior de la Judicatura quien en el momento 
en que nos convocamos nosotros en la Cámara de 

-
ra de que la coalición de la competencia volviera 
nuevamente el Consejo Superior de la Judicatura, 
vuelva el Consejo Superior de la Judicatura pero en 
el Consejo Superior de la Judicatura no encontrarán 
personas que tengan argumentos militares para de-
fender el fuero militar. 

Estará sí el conocimiento jurídico pero en el co-
nocimiento militar. En segundo lugar preocupa la 
multiplicidad de funciones asignadas al tribunal de 
garantías que se pretende crear debido a que se le 
asignan responsabilidades en todo el ámbito nacio-
nal para actuar en cualquier jurisdicción y para ser-
vir con la función tripartita de ser juez de garantías, 
controlar las acusaciones, bueno anteriormente con-

servir de juez de garantías y controlar las acusacio-

nes penales, en eso tenemos que tener muy en cuen-
ta de pronto para salvaguardar esto el que la norma 
estatutaria algunas normas de carácter internacional 

-

están separadas de las funciones judiciales.
Este tribunal tendría funciones judiciales en 

cuanto a que va a ser juez de garantías y tendría o 

controlar las acusaciones penales, podríamos tener 
de pronto problemas de inconstitucionalidad en el 
caso de una demanda, sería para arreglarles la nor-
ma estatutaria.

Se considera conveniente algunas cosas claro, 

de la ley y porque a nivel constitucional sería man-

carcelario para los miembros de la Fuerza Pública, 
-

sidad de llevarlo a la Constitución Nacional porque 
el artículo 27 de la Ley 65 de 1993 no se cumplió.

Por lo menos eso da a entender que lo incluya-

de la Ley 65 disponía que la detención preventiva se 
tenía que llevar a cabo en los lugares de reclusión 
previamente establecidos para miembros de la Fuer-
za Pública y en caso de condena teníamos pabello-
nes especiales. Hubo necesidad entonces de llevarlo 
a la norma constitucional y bienvenido sea.

más claridad como en sentido general la manera más 
fácil de comprender cómo se fortalece el fuero mi-
litar es analizar la situación que vive el combatiente 
porque esa fue la intención del acto legislativo, for-
talecer la justicia militar y crear seguridad jurídica 
en el combatiente, fue el origen del acto legislativo.

Entonces colocándose en sus botas y no apre-
ciando las cosas desde la mera perspectiva del juris-
ta, así entonces debemos comprender que lo que le 

de delitos lo va o no a buscar la Justicia Penal Mi-
litar, lo van a juzgar los jueces comunes, esto ya lo 
saben desde el proceso de su formación, sino lo que 

-
nidad, genocidio, tortura, desaparición forzada, etc.

Cuando el combatiente en cumplimiento de su 
deber da de baja a su enemigo el combatiente se está 

un conjunto de personas que ni idea tienen del fue-
ro militar, entonces es muy posible como lo dice el 
doctor Nieto Loaiza en su escrito que ese civil que 

-
llero o las cero y por lo tanto tiene predisposición 
para el delito, etc.

Eso le preocupa al combatiente que una vez cum-

una persona o un conjunto de personas que no tienen 
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idea de lo que es el fuero militar, en segundo lugar el 

al combatiente, en primer lugar quien le va a dar 

-

-
ción con el servicio es una de las mayores preocu-
paciones porque pese a que se encuentre terminada 
la Constitución Política que estos deben ser juzga-
dos por cortes marciales o tribunales militares cuyo 
elemento principales es el jurado no de conciencia, 
necesariamente esto no se cumple quizás por des-

verdadero sistema de justicia militar.

-
dar a solucionar el problema de la inseguridad jurí-

-
biano, permitir que sea el funcionario de la justicia 

facultad para abocar la investigación sin perjuicio 
-

rarse y concederle al mismo la Fuerza Pública de ser 
juzgado por un jurado de ser juzgado por sus pares.

penales militares de los demás países del mundo…
La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 

General retirado Jaime Ruiz Barrera, Presidente 

Retiro:

coordinador ponente, señores Senadores, importan-
te oportunidad para decir lo que quiero decir en re-
lación con este proyecto que cursa actualmente en 
el Congreso.

fuero militar no es un privilegio, es una garantía, es 
la obligación que tiene el Estado de darle a quienes 
combaten para defender sus instituciones y poderles 
dar la protección jurídica requerida.

me permite la Constitución Nacional Senador Ave-
llaneda, el tiempo es corto para resumir voy a ser 

esta Comisión voy a destacar algunos aspectos.
El tema del fuero y la Justicia Penal Militar se 

convirtió de un momento a otro en un asunto de gran 

primera vez la debida atención y la inmensa preo-
cupación de una gran parte de nuestra ciudadanía, 
Acore como la asociación más representativa del 

-

prioritarias acudir a diferentes instancias de la vida 
nacional en busca del respaldo requerido para sacar 
adelante esta importante y urgente iniciativa de tipo 
parlamentario.

Conjuntamente con el cuerpo de generales y al-

y reuniones con distintos sectores de la sociedad 

civil, periodistas, academia y parlamentarios de las 
Sesiones Primeras de Cámara y Senado encontran-
do por fortuna una respuesta muy favorable frente a 
esta preocupante inquietud que a todos nos afecta.

de esta situación, que esta situación representa para 
la seguridad del país ya que como es de todos bien 
sabido nuestras Fuerzas Armadas requieren con ur-
gencia de la total y necesaria protección jurídica que 
les permita cumplir adecuadamente su misión insti-
tucional.

Frente a la constante y creciente agresión terro-
rista que nos afecta paradójicamente Colombia tal 
como lo dicen algunos comentaristas de la prensa 

-
-
-

mente desaparece de un tajo el fuero constitucional 
que requiere para proteger a quienes portan las ar-
mas de la República en defensa de su soberanía y de 
sus instituciones, Senador Avellaneda.

Lo más preocupante es la forma tan evidente 
-

gunos de sus operadores persiguen sin tregua a 
nuestros militares más no así Senador Avellaneda a 
quienes conforman los grupos armados ilegales para 

judiciales durmiendo el sueño de los justos. No co-
nocemos resultados efectivos contra estas organiza-
ciones criminales.

Óigase bien el concepto generalizado de nuestros 
combatientes ante esta ausencia de garantías jurídi-
cas y procesales es que, “en el momento actual nos 
juzgue el enemigo y no las instituciones del Estado 
que protegemos y por las cuales nos jugamos la vida 
en el campo de combate” quien lo creyera, mientras 
nuestras tropas se desmotiva gradualmente por la 

la moral y el triunfalismo se encuentran en poder 

pretenden negociar un proceso de paz que les otor-
gue total impunidad por la comisión de crímenes 
atroces y violación permanente y sistemática del 

-
ción civil indefensa.

Desde el momento en que entró en vigencia el 
nefasto Convenio Ospina Iguarán con el cual se 

-

aquí por parte de alguien, 13.000 bajas a nuestras 

propios Estados, nuestros mejores combatientes, 
óigase bien, lo mejores entrenados, los más capaci-
tados, los más condecorados actualmente incursos 
en arbitrarios e infames procesos quedan automáti-
camente neutralizados puesto que con su condición 
sub judice no les permite ser empleados en las ope-
raciones militares y ni siquiera prestar servicios de 
comunidad en sus propias instalaciones.

Estas son las cifras que corroboran lo que aquí se 

rejas, corrijo 3.000 militares tras las rejas, alrede-
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dor de 10.000 procesos activos cursando diferentes 

-

las cárceles que miembros de las organizaciones te-
rroristas.

-

les aplica, y por si esta persecución no fuera poca la 

de irse las viejas instalaciones donde funcionó el an-
tiguo DAS en el centro de la ciudad con cientos de 

y armar procesos con ayuda de reconocidos colec-

miembros de las Fuerzas Militares especialmen-

acusar irregularmente por graves violaciones a los 

obviamente nunca prescriben.
En aras del equilibrio y del más elemental prin-

Senador Avellaneda ¿el actual Fiscal General de la 
-

migo del fuero militar y en abierta rebeldía contra 
cualquier determinación que se tome en tal sentido 

-
-
-

res pertenecientes a los diferentes grupos terroristas 
que actúan en el territorio nacional? 

Lamentablemente la respuesta es no, antes por 
el contrario recientemente informó a los medios de 
comunicación que “ante los pobres resultados obte-
nidos en las investigaciones adelantadas contra al-
gunos militares incursos en los llamados falsos po-
sitivos incrementaría considerablemente el número 
de funcionarios e investigadores para lograr en el 
menor tiempo posible los resultados deseados”, en 

-
tasar Garzón, quien ya funge como asesor y funcio-
nario relevante de la Fiscalía General de la Nación.

Finalmente surgen otras preguntas cuyas res-
puestas son bastantes preocupantes, ¿cuántas otras 
bajas judiciales nos producirá este sistema mientras 
dure la vigencia del Convenio Ospina Iguarán y no 
podamos recuperar la plena vigencia del fuero mili-

-

carácter investigativo y no en un instrumento políti-

portan las armas de la República para la defensa de 
-

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Jesús Ignacio García Va-
lencia:

Fiscal General de la Nación quiero que se sepa pú-
blicamente el Fiscal General de la Nación es preci-
samente uno de los autores del Proyecto de Reforma 
al Fuero Militar que vivía, estaba en conocimiento, 

-

tentó en Palacio cuando el gobierno nos convocó a 

poner en nuestro conocimiento el contenido de su 
proyecto.

Por consiguiente yo quiero que esto quede muy 
-

Humanitario para la investigación el juzgamiento de 
los militares.

La Presidencia interviene para un punto de 
orden:

Muy bien continuamos entonces señor secreta-
rio.

Secretario:
Invitamos al General Rodrigo Quiñones, sino se 

encuentra presente continuamos con Luis Alberto 
Rojas Jaimes, Reserva Activa del Sur del Tolima 

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
-

va del Sur del Tolima Reserva Chaparral:

-
presar mis sentimientos y mis verdades que son las 
verdades del pueblo colombiano.

cometido toda clase de crímenes contra el pueblo 

quiere decir que los malos realmente son los terro-
-

todo el mundo sabe y conoce perfectamente que los 
grupos subversivos siempre la emprenden contra la 

-
pos de izquierda.

-
-

ninguna discriminación que es la que actualmente 
se está viendo por parte del gobierno y del mismo 

-

colombianos que somos los que necesitamos y los 
que vivimos en nuestro país.

Hoy como un simple ciudadano del común que 
-
-

dar mi vida por mantener esa patria dentro de los pa-
rámetros que ordena la Constitución, las leyes y la 
democracia como tipo de gobierno que libremente 

mi voz de alerta sobre el actual Proyecto del Fuero 
Militar que cursa en el Congreso.

-
do a más de 12.000 soldados a las cárceles del país 
y conociendo el sistema judicial corrupto que opera 

-
norables Senadores para que ustedes que tienen el 
poder democrático por mayoría no permitan que una 
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minoría comunista y ONG nacionales e internacio-

principios y los intereses del terrorismo puedan me-
ter las manos en el proyecto sobre fuero militar que 
se debate actualmente en el Congreso con el único 

democracia, esas manos llenas de sangre, dolor y 
muerte no sólo de nuestros soldados sino de cientos 

que los acabaron de cumplir.
De todos es ampliamente conocido que las aran-

delas que se le coloquen al proyecto que ustedes tra-
mitan en el Congreso serán fácilmente manipuladas 
por aquellos que están a favor de los comunistas y 
su brazo armado las Farc y el ELN, desafortunada-
mente ese tribunal de garantías será politizado y to-
mado como bastión de ataque a la Fuerza Pública.

De continuar con este proyecto esa frágil línea 
apenas visible pero fácilmente maleable seguirán 
los operadores de la justicia manipulando y tergiver-

aparecer como desapariciones forzadas, asesinato en 
persona protegida, magnicidios y todas las argucias 
que asustados y orientados por algunos colectivos 
de abogados cuyas dos actividades principales son 
apoyar a los terroristas en la búsqueda de la toma 
del poder, llenarse de dinero a costas de las arcas del 
erario público son sus objetivos principales.

Hoy se tienen 12.000 soldados en investigación 

que no están combatiendo como lo decía el señor 

no se puede aceptar que un juez ordinario por puro 

combate como lancero, comando, paracaidistas este 
juez proclame que fue entrenado para asesinar y ese 

todos los que pasamos por la institución y los tene-

sean el agravante usado para condenar a nuestros 

Al iniciar este proceso de paz por parte del Pre-
sidente Santos con los terroristas de las Farc sin el 
menor asomo de vergüenza les ordena a los coman-
dantes de las Fuerzas Militares, Comandantes de 
Policía en el recio de las operaciones por parte de la 
Fuerza Pública.

El Presidente sabe muy bien que esto no es posi-

-
tran en investigación, tienen el espejo de los 3.000 

de los Jueces de la Justicia Ordinaria, los terroris-
tas son conscientes de lo que les está sucediendo a 

contra los civiles desprotegidos e inermes.

necesidad de una negociación, la necesidad de so-
meter a una sociedad aterrada bajo los actos atroces 
que diariamente los terroristas cometen contra ella, 

-

ran la seguridad jurídica que les da el fuero militar 
no sucedería.

Señores Senadores en sus manos está el dejar 
nuevamente desprotegida a nuestra Patria a nues-

puertas de una rendición con todos los factores en 
contra necesita de una Fuerza Pública despolitizada 
y con una Justicia Penal Militar fuerte que evite la 
impunidad así como las injusticias que nuestros sol-
dados y la propia institución armada está viviendo.

está impresa la Constitución Nacional de 1991, ese 

Ministro de Defensa Camilo Ospina enemigo de la 
-

fringiendo la ley, la misma Constitución en su artí-

norma de norma, en todo caso de incompatibilidad 
entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica 
se aplicarán las disposiciones constitucionales es 

-
lombia acatar la Constitución y las leyes que respe-
tar y obedecer las autoridades desafortunadamente 
en Colombia las leyes no se cumplen y quienes es-

Para terminar quiero leerles una frase traducida 
-
-

Gracias.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 

doctora Tania Parra Montenegro, Representante 
Jurídica Fundación Fuimos Héroes:

-

-
dades presentes en este recinto.

Me dirijo a ustedes como representante jurídica 

la responsabilidad que me embarga el ser nieta, so-
-

riencia que me acredita ser defensora de cientos de 

alcanzado en mis estudios de maestría en defensa de 
-

nitario y litigio ante cortes internacionales.

es el concepto al Proyecto del Acto Legislativo nú-
mero 16 de 2012 en Senado de la siguiente manera:

Como primer punto encontramos que el proyecto 
de acto legislativo radicado el 16 marzo 2012 por 
el señor Ministro de Defensa Nacional Juan Carlos 
Pinzón y el señor Viceministro de Justicia Juan Car-
los Robledo adolece de los requisitos que la Corte 

-

recalcitrante jurisprudencia.
Como lo son los requisitos de independencia 

e imparcialidad de la Justicia Penal Militar, voy a 
traer a colación el informe de la Comisión Interame-



GACETA DEL CONGRESO  87  Martes, 12 de marzo de 2013 Página 17

y otros vs. Colombia en donde se investigó por parte 
de la Justicia Penal Militar a varios uniformados en-

-
nuel Arana Rojas, Ciro Antonio Duarte Sandoval, 

más.
Todos pertenecientes a la Brigada 17 del Bata-

23 septiembre 1993 luego cuando el caso fue denun-

Humanos y este organismo emitió sus recomenda-

Nación únicamente por recomendación de la mis-
ma Comisión Interamericana solicito la colisión de 
competencia al proceso a la Justicia Penal Militar.

Y fue el mismo Consejo Superior de la Judica-
tura, óiganlo bien, el mismo Consejo Superior de la 
Judicatura en el año 1999 otorgó la competencia a 
la Justicia Penal Militar, justicia que en agosto del 
2000 resolvió absolver a los militares mencionados, 
pero que acaso debido al informe y recomendacio-

Militar y sometió a un nuevo juicio a esos milita-
res a un nuevo juicio a una nueva investigación, a 
una nueva detención sin importar siquiera que fue el 
mismo Consejo Superior de la Judicatura el que dio 
la competencia para esta investigación a la Justicia 
Penal Militar.

-
-

de la Fuerza Pública, porque si los miembros de la 
Fuerza Pública son investigados dos veces una vez 
por la Justicia Penal Militar y otra por la justicia 
ordinaria cuando es el mismo Consejo Superior de 
la Judicatura el que le da competencia a la Justicia 
Penal Militar, cuál es la seguridad jurídica que tie-

Nosotros nos apartamos de algunos planteamien-

no se trazan soluciones de fondo a los inconvenien-
-

cionales que corresponden a la ausencia de indepen-
dencia e imparcialidad de la Justicia Penal Militar.

Para de ese modo dotar de seguridad jurídica y 

por nosotros, pues son claros los planteamientos de 
la Comisión al señalar la siguiente “se debe reiterar 
una vez más que por su naturaleza y estructura la 
jurisdicción penal militar no satisface los estándares 
de independencia e imparcialidad requeridos por el 
artículo octavo numeral primero de la convención 
americana y que resultan de otro lado aplicables al 
presente caso”. 

Indica además que el Sistema de la Justicia Penal 
Militar tiene varias características singulares que 
impiden el acceso a un recurso judicial efectivo im-
parcial en esta jurisdicción en primer lugar el fue-
ro militar no puede ser siquiera considerado como 
un verdadero sistema judicial, el sistema de justicia 

militar no forma parte del poder judicial del Esta-
do colombiano, esta jurisdicción es operada por las 
fuerzas de seguridad pública y en tal sentido queda 
comprendida dentro del poder ejecutivo.

Quienes toman las decisiones no son los Jueces 
de la Carrera Judicial y la Fiscalía General no cum-
ple su papel acusatorio en el sistema de la justicia 
militar, estos son algunos argumentos de las cortes 
internacionales no de la suscrita, con fundamento en 

-

de centenares de núcleos familiares durante más de 

legislativo el mencionado.
Más aún cuando ese acto legislativo desconoce 

-
nió cuáles serán las características para considerar 
como independiente e imparcial a un tribunal penal 
militar y tales son:

El tribunal militar debe ser presidido por un juez 
miembro de un tribunal civil superior, los miembros 
militares del tribunal son nombrados por la corona 
o el jefe de Estado según el caso y son inamovibles, 
los jueces militares no desempeñan ninguna función 
en la jerarquía militar y los sueldos son sufragados 
por el Ministerio de Justicia, los jueces prestan jura-
mento sobre el cumplimiento de sus funciones con 
justicia e imparcialidad, los jueces no deben obe-
diencia ni tienen que responder a nadie por sus de-
cisiones y las decisiones del tribunal son públicas.

-
ble Corte Constitucional en su Sentencia C-373 de 
2011 en donde resalta estos requisitos por ello nos 

-

sido contemplados estos estándares internacionales 

-
blica.

Porque como lo dijo un antecesor es que el fuero 
militar para los miembros de la Fuerza Pública es un 

-
ca se les imponen obligaciones constitucionales de 

-
-

se arregle de acuerdo a los estándares internaciona-
les? Se arregle la independencia y la imparcialidad 
de la competencia de la Justicia Penal Militar de esa 

seria para nuestros militares.
Y así terminar con tanta ambigüedad y decir que 

-

seamos lógicos y ellos cumplen una función consti-
tucional, una función que está enmarcada solamen-

justicia, pero no una justicia que garantiza impuni-
dad una justicia real que sea como ya los estándares 
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no quede duda de la legalidad y de la transparencia 
de esa jurisdicción.

y Cámara de Representantes es el desarrollo de los 
-

pensable tema del fuero carcelario que forma parte 

Fuerza Pública.
Pero que es desconocido por centenares de ope-

radores judiciales y por ello encontramos a decenas 
de miembros de la Fuerza Pública privados de la li-
bertad en centros carcelarios comunes basados en 

-

servidor público cumple las mismas funciones que 
los miembros de la Fuerza Pública?

Y si la Constitución Nacional en su artículo 221 

la consecuencia lógica de una investigación y una 
posible condena que corresponde al fuero carce-
lario.

Por ello rescatamos del proyecto de acto legis-
lativo que se aclare y se eleve al rango de norma 

-
tros funcionarios judiciales fuero carcelario conte-
nido en el proyecto de acto legislativo en el artículo 

el trato legislativo para que se ajuste a la jurispru-
dencia de la Corte Internacional y a los estándares 
internacionales y así poder blindar de manera de-

-
rables Magistrados, grandes violadores de Dere-

le comprobó y condenó por el secuestro de miles 

sido condenados por la Corte Penal Internacional a 

En Colombia los militares están siendo conde-

a 60 años, en Colombia Elda Neyis Mosquera alias 
Karina miembro del grupo terrorista de las Farc 
conocida como la mujer más cruel entre sus com-
pañeros cumple una condena como gestora de paz, 
mientras nuestros militares son enviados sin con-
templación y reiteradamente a cárceles comunes en 
donde comparten celdas con quien algún día comba-

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Kenneth Burbano Villamarín, Coordina-
dor del Observatorio de Intervención Ciudadana 
Universidad Libre Facultad de Derecho. Bogotá:

-
res, señor Secretario, señoras y señores, para el ob-
servatorio de intervención ciudadana constitucional 
de la Universidad Libre constituye este un espacio 

muy importante de deliberación, un espacio donde 
se discuten las diferentes tendencias y posturas y el 
observatorio de intervención ciudadana constitucio-
nal es un escenario incluyente, pluralista.

No pretende respaldar posiciones de ciertos es-
tamentos u organizaciones, ni sentar posiciones de 
carácter político o ideológico en materia de reforma 
constitucional a la justicia y el fuero penal militar.

Este observatorio quiere llamar la atención sobre 
algunos aspectos del proyecto de ley sobre el pro-
yecto de acto legislativo que vale la pena estudiar 
con detenimiento y serenidad para que la decisión 
legislativa que se tome en esta materia sea jurídica-
mente lo más ajustada a los instrumentos internacio-

de la Fuerza Pública.
El debate sobre el fuero penal militar involucra 

de graves delitos cometidos por algunos miembros 
-

penal militar en otros países, a la integración del 
-

tario, a la garantía del debido proceso.
No obstante todos los anteriores aspectos el ob-

-

Comisión sobre las preocupaciones que motivan la 
presentación de la reforma constitucional.

Es de conocimiento público la preocupación ma-
nifestada por diversas organizaciones de militares 
retirados en el sentido de que el fuero de Justicia 

propósitos de brindar un marco claro de investiga-
ción y juzgamiento.

-

reconoce estas debilidades y estos problemas y pre-
tende ser una reforma integral que las atienda.

-
cir que es una institución que tiene una tradición 
importante en el ordenamiento jurídico colombiano, 
está regulado y estuvo amparado en la Constitución 
de 1886, con la Constitución de 1991 se mantuvo 
pero además es importante tener en cuenta que a tra-

-

en aras de generar mayor garantía a los miembros de 
la Fuerza Pública.

El fuero militar en la jurisprudencia constitu-

análisis y aportes del tribunal constitucional, de eso 
tomó resaltar el sentido de que el fuero penal militar 

-
nocimiento de los delitos le corresponde a la justicia 

esto, vale mencionar la Sentencia 358 de 1997 que 
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-

Dos situaciones voy a plantear para que quien 

advirtiendo que nuestra postura no es de respaldo a 

los instrumentos internacionales y desde luego a la 
Constitución.

-
mos denominar como la motivación de la reforma si 
se aprueba la reforma propuesta por el gobierno la 
preocupación central de los miembros de la Fuerza 

-
solvería, nosotros creemos que no.

Las diligencias judiciales seguirán comenzando 
por la justicia ordinaria y la Policía Judicial así se 
creó un organismo de este tipo en la Justicia Penal 
Militar continuará dependiendo y reportando con 
base en el artículo 150 a la Fiscalía General de la 
Nación, aún con la reforma será la Fiscalía y el Juez 

-
tencia para adelantar la investigación y juzgamiento 
sobre la base de la regla de que ante la duda es a la 
justicia ordinaria la que le corresponde el caso.

Ni la creación del tribunal ni de la Comisión de 
Coordinación resuelve este, la reforma constitucio-
nal entonces en este sentido es inane si se quiere 
eliminar el criterio de duda razonable y de nitidez 

-

forzada vale la pena tener en cuenta que la Corte 
Constitucional tiene la facultad acudiendo al bloque 
de constitucionalidad de ampliar esta lista a todas 

-
-

dad inusitada.
Con lo cual de ninguna forma según el plantea-

miento del proyecto, se consigue con el acto legis-
lativo dar seguridad a los miembros de la Fuerza 
Pública, respecto al marco jurídico y a las reglas 
de competencia se restringe el ámbito de la Justicia 
Penal Militar al DIH, según quienes proponen este 
proyecto constituyen dos novedades importantes 
la creación de centros carcelarios para militares y 
policías al igual que la creación del fondo con las 

lo siguiente: se debe preservar y el observatorio se 

de competencia general de la justicia ordinaria y 

Penal Militar de no ser así se afectaría la justicia 
ordinaria que por mandato constitucional se impone 
como juez natural general violando el principio de 
igualdad.

Hay que mantener intacto el artículo 221 de la 

Militar adecue sus procedimientos a actuaciones y 
estándares nacionales e internacionales de Adminis-

-
grarla a la Rama Judicial del Poder Público para que 

jueces militares además sean penalmente respon-
sables, disciplinariamente responsables y adminis-
trativamente responsables por la toma de decisiones 

-

Se requiere la articulación en debida forma del 
-

nal Humanitario pero para esto no se necesita re-
formar la Constitución, se atenta contra el Estado 

-

relacionados con los servidores militares y de poli-
cía creando un sistema paralelo al establecido para 
todas las personas y funcionarios.

condición y la prestación del servicio de los miem-
bros de la Fuerza Pública es especialmente difícil, si 
bien es cierto todos los servidores tienen riesgos aquí 

-

-

la Fuerza Pública ya que el Estado cuenta con una 
defensoría pública a cargo de la defensoría del pue-
blo que si no garantiza adecuadamente la defensa 

Fuerza Pública se debe revisar y ajustar este sistema 
de defensa pública con la contratación de abogados 
a instancias de la defensoría del pueblo pero pro-
puestos por miembros de la Fuerza Pública que en 

Proyecto de Reformar la Justicia y el fuero militar 
como está planteada no resuelve las preocupaciones 
que lo motivaron ni los grandes problemas de la Jus-
ticia Penal Militar, por tanto esta reforma resultaría 

-
dica se mantendrán mientras no se resuelvan los in-
convenientes centrales que enfrenta la Justicia Penal 
Militar se continuará desconociendo la jurispruden-
cia internacional y se abre la puerta a posibles ac-

Secretario:
Invitamos al atril a Jael Quiroga Carrillo Direc-

tora de la Corporación Reiniciar, ¿se encuentra pre-
sente? Entonces invitamos a Jomarie Ortegón Oso-

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Jomary Ortegón Osorio, Colectivo de 
Abogados José Alvear Restrepo:

Muy buenos días señor Secretario, señores con-
gresistas, asistentes participantes en esta audiencia 
pública, quisiera tomarme la licencia de respuesta a 
algunos de los argumentos presentados para defen-
der la actual propuesta de reformar la Constitución 
sobre el tema de fuero penal militar y posteriormen-
te presentar tres argumentos en contrario.
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de audiencias en la necesidad de que los miembros 
de la Fuerza Pública sean juzgados por sus pares, la 
razón es porque solamente estos entenderían el con-

-

-
quieren?

-

-
miento forzado, ningún conocimiento especializado, 

caso se requiriera algún conocimiento especializado 
de este tipo la propia jurisdicción ordinaria estable-

justicia, peritos especializados que puedan dar luz 

resultar dudosas o sobre las cuales no tengan cono-
cimiento los operadores de justicia.

por algunos de los aquí intervinientes llegaríamos a 

Penal Internacional no podrían conocer de investi-
gaciones por crímenes de guerra porque no son mi-

-
cuencia no se requiere un conocimiento especializa-
do en estos casos.

-
teada por el auditorio por los miembros de la Fuerza 
Pública detenidos, investigados por violaciones a 

se tengan a la Constitución Política de los Tratados 

-

caso Manuel Cepeda Vargas contra Colombia se-

penal militar.
Y cito este caso porque los autores materiales de 

-
peda se encontraban detenidos en un establecimien-
to militar, la presión en establecimientos militares 
no garantiza la prevención de nuevas violaciones a 

-

a que se diera un debate de fondo sobre la jurisdic-
ción penal militar y estoy segura que algunos de 
los miembros de la Fuerza Pública consideran con 

siete títulos penales, nueve títulos penales, siete de 

La invitación es a que discutamos, discutamos 
con la Fuerza Pública del Ministerio de Defensa, 

miembros de la Fuerza Pública de otros países, acu-
damos a la legislación internacional, en otros países 
estas conductas ya no son punibles, son delegadas a 
la investigación disciplinaria, este puede ser un de-
bate muy interesante y que permitan una vez una 

la Justicia Penal Militar.

por la jurisdicción ordinaria vulnera la seguridad ju-
-

ca está dada efectivamente por el cumplimiento de 
la Constitución Nacional, la jurisprudencia que en 

reiterada por la Corte Suprema de Justicia, por el 
propio Consejo Superior de la Judicatura que en los 
primeros años utilizó una interpretación creativa de 

de los casos a la jurisprudencia internacional.

juzgamiento, tanto la Corte Constitucional como el 
-

miento Penal y establecer una nueva causal de revi-
sión se basaron en la Jurisprudencia de la Corte In-

en los que se establece que claramente no se produce 
aquí un doble juzgamiento cuando un miembro de la 
Fuerza Pública es investigado primero por la juris-
dicción penal militar y luego el cumplimiento de la 
constitución es investigado por la justicia ordinaria.

nosotros consideramos que favorece justamente a 
la seguridad jurídica que los casos serán conocidos 

-

Primera: la reforma que se propone ya lo señala-
mos es un proceso de más de 20 años en lo que se 

-
titucional, el artículo 221 de la Constitución de 1991 

por órganos internacionales como la impunidad que 
favorecía el fuero penal militar.

Esta jurisprudencia luego fue consolidada por la 
-
-

Humanos y de las recomendaciones sucesivas de la 

-
-

Humanos.
-

ocupante, lo preocupante ya se señaló en una de las 
primeras intervenciones el número de casos que se 

ser trasladados a la jurisdicción penal militar y aquí 

podría suscitarse de aprobarse la reforma, el artículo 

en ningún caso la Justicia Penal Militar conocerá de 
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genocidio y desaparición forzada.
Esto implicaría que el resto de conductas podrían 

ser objeto de conocimiento de la jurisdicción penal 
militar, aquí no se trata o la propuesta no es retornar 
a la lista anterior que tenía un número más gran-
de de delitos incluidos en esta sección se trataría de 

los organismos internacionales de que ningún caso, 

pueden ser conocido por la jurisdicción penal mi-
litar.

-
-
-

del tribunal de garantías que propone la reforma que 

116 constitucional, este tribunal especial de garan-
tías parte de la premisa de que los militares requie-
ren unas garantías especiales, nos preguntamos ¿por 

-
no en común?

suerte de fuero personal en clara violación del dere-

-
-

el tribunal de garantías operaría frente a todo tipo 
de delitos.

Finalmente consideramos inaceptable la ter-

-

no establece garantías de protección para los com-
batientes, está establecido en favor de la población 
civil.

En consecuencia se parte de varios supuestos 
falsos uno que en caso de guerra sólo opera el De-

que la Corte Internacional de Justicia, de la Corte 

-

-

En ninguno de los casos se aceptaría que ni las 

de conocimiento de la jurisdicción penal militar, no 

contrario todas las normas y la jurisprudencia indi-
can lo contrario.

proceso de negociación en curso, nosotros creemos 
-

se va a discutir un marco jurídico transicional para 
los combatientes este debe estar basado en el res-

justicia y la reparación integral.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Juan Carlos Monje, Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos:

Honorables Senadores, señor Secretario, y a cada 

-
venciones todas muy interesantes y con variados 
puntos de vista, bueno quisiera aclarar que en reali-

alto Comisionado en Colombia.

del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
-

trámite del proyecto de acto legislativo que reforma 

problemas relacionados con la justicia esta propues-
ta de acto legislativo que cursa en el Congreso para 

por el contrario supone un retroceso en el funciona-
miento de la Administración de la Justicia en el país 
y en el cumplimiento de los estándares internacio-

la legislación en la jurisprudencia nacional en los 
últimos años.

Quiero mencionar aquí por lo menos algunos 
de estos avances como es el Código Penal Militar 
vigente que fue sancionado por el Presidente San-

avances varias e importantes sentencias de la Corte 

foro.
-

ciente tendencia a reformar la Constitución como si 
esta fórmula per se fuera garantía o pudiera resolver 
los problemas estructurales y aun problemas estruc-
turales que aquejan al Estado, uno de los mayores 
riesgos de seguir con esa tendencia es que en oca-
siones se desconocen tanto el marco de las obliga-
ciones internacionales de rango constitucional en 

-
cional Humanitario como los precedentes jurispru-
denciales que interpretan el límite en el alcance de 
las normas.

Ello resulta a la postre y en no pocas ocasiones 
en declaratorias de inconstitucionalidad o en proce-
sos ante órganos internacionales de protección de 

inestabilidad jurídica y retrocesos que pueden pro-
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piciar el debilitamiento institucional o incluso pue-
de favorecer la impunidad.

Aquí debo recordar como lo mencionaba la re-

como el que vive Colombia no limita ni suspende 
en ningún momento las obligaciones del Estado en 

-
ramente indicado entre otras estancias por la Corte 
Internacional de Justicia.

regla del juez natural y quiero referirme aquí a una 

-

encaminado a la protección de intereses jurídicos 
especiales vinculados con las funciones que la ley 
asigna a las cosas militares por ello sólo se debe juz-
gar a militares por la Comisión de Delitos o faltas 
que por su propia naturaleza atenten contra bienes 
jurídicos propios del orden militar cuando la justicia 
militar asume competencias sobre un asunto del que 
debe conocer la justicia ordinaria se ve afectado el 

proceso el cual a su vez se encuentra íntimamente 

La Alta Comisionada de las Naciones Unidas 
-

en 2011 que quería reiterar fuertemente la obliga-
ción de la Justicia Penal Militar de abstenerse de 
iniciar investigaciones o reclama la competencia 

-
-

duda la jurisdicción ordinaria y no la militar debe 
ser competente.

Ya que la primera constituye las regla general y 

estándares internacionales y la jurisprudencia na-
cional de la Corte Constitucional quisiera reiterar 

-

en estos casos las primeras diligencias que se reali-

ordinaria.
Hace pocos días, el 2 octubre 11, relatores espe-

ciales de las Naciones Unidas se dirigieron al Go-
bierno Nacional el Congreso de la República para 

de acto legislativo y ofrecieron su asesoría para que 
se desarrollen las medias necesarias para lograr un 
marco constitucional y legislativo que refuerce la 

paz en Colombia.
Esta Carta Pública y este comunicado que fueron 

-
ron mencionados aquí anteriormente.

Uno de los aspectos que señalaron esos 11 rela-
tores y quisiera resaltar lo que aquí fue su preocu-

de la jurisdicción militar los crímenes de genocidio, 

prácticos amplía la competencia, la jurisdicción pe-
nal militar y podría dejar por fuera otras graves vio-

sido mencionadas anteriormente y cito solamente 

-
-

mentos sobre la ausencia de una defensa adecuada 
a este respecto quisiera decir, bueno varios argu-
mentos, una ausencia de una defensa del cuadrados 

se ven involucrados miembros de la Fuerza Pública 
o un tercer argumento que se esgrime es la lentitud 
de la justicia ordinaria.

Todas estas son preocupaciones válidas sin duda 
que encuentran y deben encontrar una respuesta en 
la propia necesidad y en la necesidad de adoptar me-
didas al interior de las instituciones para mejorar su 

Fiscalía General de la Nación realiza actualmente 
un esfuerzo por tratar de dar respuesta a esta falta de 
justicia o esta justicia retardada.

Pero estas no son razones insisto una vez más 
-

cute, quiero dejar claro y a la luz de las diferentes 

los familiares de soldados y militares que se encuen-
-

proceso y el principio de la presunción de inocencia 
con independencia que la persona investigada sea 
civil o militar.

Me quiero detener brevemente en un par de as-
pectos adicionales ya que el tiempo se está cortando 

-

jurídica para la tropa con apertura procesos penales 

propuesto.
A mí me gustaría tal vez separar con algunos o 

tratar de estudiar este documento con algunos da-

llamadas o reconocidas como falsos positivos en-
tre 2002 y 2007 generó la apertura de alrededor de 

Pero la apertura de estos casos respondió a la 

ajenos totalmente a la misión constitucional de la 
Fuerza Pública gracias a las medidas adoptadas en 
2008 por el gobierno para erradicar esta práctica 
disminuyó de manera abrupta el inicio de procesos 

Pasamos así es 600 investigaciones asignadas en 

-
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-
les de la Fiscalía.

-
ción es una percepción errónea que debe ser corre-
gida, ningún soldado debe ir a la cárcel por combatir 

-

se trata entonces en parte de un problema de per-
cepción, la respuesta no debe ser una reforma cons-
titucional y en este sentido admitir las faltas graves 
cometidas por miembros de la Fuerza Pública es el 
primer paso para superarlas.

Sin duda del sistema judicial, el sistema ordina-
rios el medio natural para corregir los errores que se 

en la adopción de medidas adecuadas para superar 

defensa y el debido proceso en general teniendo 
presentes en las discusiones tanto los compromisos 
internacionales del Estado como los presentes juris-
prudenciales en la materia establecidos por la Corte 
Constitucional.

-

para asesorar a la Comisión Primera del Senado. 

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Óscar Javier Gordillo, Cadena de Favores 
ONG:

Primera del Senado de la República, quisiera iniciar 
esta ponencia trayendo la inquietud de los soldados 
de la Patria quisiera entiendan la importancia de re-

bien merecido tienen los miembros de la Fuerza Pú-
-

errores faltas o delitos en el marco de las operacio-
nes en contra de la amenaza terrorista.

Que sea investigado y juzgado por sus propios 
padres por su juez natural por la Justicia Penal Mili-

y para ello se requiere de personas que entiendan el 
marco de las operaciones militares no de agentes ju-
rídicos que juzgan a nuestros soldados como delin-
cuentes comunes, porque para algunos de ellos los 
cursos de combate y especializaciones castrenses se 

contra de la verdad.
-

mo en la vida militar, en las acciones de los actos del 

orden público y el valor no se le reviertan en con-
denas perpetuas, el soldado y el policía colombiano 

de 50 años a la sociedad, a la democracia, al Estado.
Por la inseguridad jurídica que en este momento 

tiene la tropa la carencia del fuero militar disminuye 

la capacidad combativa, por ende nuestras Fuerzas 
-

titud triunfalista a derrotista.

lado su deber constitucional de la defensa de la so-
beranía la independencia la integridad del territorio 
nacional y el orden constitucional son los únicos 
servidores públicos a los cuales se les desconoce los 

paz.

fundamentales que se le reconozca el debido pro-

-

que usan los operadores jurídicos y algunas ONG 

-
va y protege a la víctima, o a la supuesta víctima.

-

operadores jurídicos en Colombia comprenden 
que es un objetivo militar, cuál es el principio de 
la ventaja militar, cómo concebir el proceso militar 
para la toma de decisiones, cómo concebir el pro-
cedimiento en operación táctica en el ámbito de las 
operaciones analizar si ese objetivo militar ilícito de 
ataque, se puede usar la fuerza letal, tener en cuen-

tienen en cuenta cada uno de estos procedimientos 
en las operaciones militares en contra de los grupos 
terroristas.

-
nocen las declaraciones de San Petersburgo, en el 

cuando se ata con objetivo militar lícito cuando se 
atacó un enemigo criminal y terrorista el uso de la 
fuerza letal tiene la fuerza de ley del Estado de De-

colombiano y por este acto de combate es operación 
militar se realiza en un marco lícito.

-
nocimiento de este por parte de los entes jurídicos 
generan una serie de interpretaciones erradas en el 

-

tropa tiene esta incertidumbre las investigaciones y 
juicios que se adelantan en su contra por esta razón 
se eleva el clamor del soldado a quien lo investigue 
y lo juzgue entienda, maneje, e interprete los proce-
dimientos castrenses.

Internacional Humanitario que aplique la transver-

garantías jurídicas para ejercer su función constitu-
cional el Estado debe rodear al soldado deslindando 
jurídicamente la guerra no se puede ganar sin que el 
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soldado tenga el acompañamiento de las institucio-
nes y de la sociedad.

Es lamentable que en Colombia los combatien-

están mendigando las garantías judiciales a las cua-

soldado frenó su vida desconoce su responsabilidad 
para con ellos.

-
ticia Penal Militar es garante del respeto y el cum-

-
manitario.

La Justicia Penal Militar es implacable con las 
conductas punibles que pueden cometer algunos 
soldados, señores Senadores está en sus manos de-
volverles garantías jurídicas para que nuestros sol-

la paz, el fuero militar el fuero penitenciario a que 

-

Difícil es comprender los conceptos generales y 

con esa difícil sensación de la muerte que causa ir 
en busca de la defensa de un concepto que es abs-
tracto impuesto por la sociedad y que se denomina 

-
nor, 50 años de guerra con menos y más intensidad 
debieron manos en señal valor de patria, Estado y 
Nación.

-
-

tes, dado que en Colombia son tantos los conceptos 

valores del bien y del mal no tienen límites, esta se 
confunden con las masacres de las Farc que ya fue-
ron olvidadas en el tiempo y de los mal llamados 
paramilitares, narcoterroristas, delincuentes comu-

aberrantes.

las partes de un soldado por pisar una mina quiebra 
pata instalada por los terroristas, como todos los de 
aquí reunidos nos parece absurdo los resultados de 
la guerra iguales para los Jueces y Fiscales si estos 

O son parte de una estrategia política para debi-
litar el Estado, las acciones militares serán siempre 
vistas como actos delictivos, aquí está en el fondo 

-
ralización de las tropas causadas por una forma de 

Imperceptible, silenciosa estrategia por los gue-
rrilleros apoyada indirectamente por el mismo Es-

-

personas aseveran los más de 10.000 investigados 

del 90% de nuestros soldados no son culpables de 

en algunos casos no en todos, no creo que ese sea un 
factor fundamental para que se juzgue a un soldado 
en la justicia penal ordinaria porque el delito de vio-
lación no cabe dentro del fuero penal militar.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Juan Camilo Olivera, Comisión Colom-
biana de Juristas:

-

referencia en la intervención a la carta que el señor 
Ministro de Defensa envió como respuesta a la car-
ta enviada por los titulares de los 11 mandatos de 
los procedimientos especiales de Naciones Unidas 
como para aportar más elementos de discusión a los 

de este debate.
-

la carta y a continuación la respuesta que nosotros 

que más pueda pero yo creo que por cuestiones de 

En primer lugar en su comunicación el Ministro 
de Defensa argumentaba que el trámite complejo del 

participación democrática con plena garantía para 
las minorías políticas y un mayor consenso entre 
los miembros de la rama legislativa en su calidad de 
voceros del pueblo”, a diferencia de lo que señala la 
carta es importante tener presente que a lo largo de 

Aunque suelen invocarse argumentos sobre lo 
urgencia de dotar de seguridad jurídica los militares 

-
res que están siendo procesados por acciones legí-

-

armados.
En este sentido por ejemplo el Ministerio de De-

fensa indica que desde 2009 luego de que se desató 
el escándalo de los falsos positivos la Fuerza Públi-

-
rrilleros y miembros de los grupos sucesores de los 
paramilitares si estas muertes reportadas como bajas 
en combates estuvieron efectivamente dando lugar a 
investigaciones penales de los militares involucra-

-
les de militares que estarían siendo investigados por 
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cometidas desde 2009.
-

to se encuentran en curso sólo 22 investigaciones 

desde 2009 y en ninguno de los casos se está alegan-
do que las acusaciones fueron infundadas.

El segundo lugar con relación al anterior, uno de 
los argumentos que el Ministro de Defensa invoca 
como fundamento de la propuesta de reforma es el 
de la necesidad de establecer reglas claras de opera-

-
rios de investigación y juzgamiento de los militares 

-
nal Humanitario.

A diferencia de lo que señala el ministro las reglas 
son muy claras, distinto es que no sean del agrado 
de las personas que están promoviendo la reforma 
constitucional al fuero militar, conviene recordar en 
primer lugar que el DIH ya está incorporado al or-
denamiento interno y tiene la misma jerarquía de la 
Constitución Política.

En segundo lugar aun asumiendo que fuera ne-
cesario precisar las reglas del DIH que regula las 

-

de los militares sino a lo sumo bastaría con que se 
revisara en las normas sustanciales que regulan sus 
actuaciones lo cual por lo demás ya está siendo lle-
vado a cabo por un proyecto de ley que es el proyec-

-
litar podría ser la única que pueda aplicar las reglas 

no podrían los jueces militares ordinarios, perdón 
encargarse de ello.

Como tercer punto en su comunicación el minis-
-

cupación en los que las víctimas fueron puestas en 
estado de absoluta indefensión como por ejemplo 

la justicia ordinaria, es preciso mencionar que los 
casos que despiertan la preocupación de las organi-

procedimientos especiales de Naciones Unidas no 
son “aislados” sino todos aquellos que van a dejar 
de ser reconocimiento de la justicia ordinaria y pa-

y genocidio”.
Además no es cierto que casos como el que 

-

dice todo lo contrario al sostener que “los procesos 
penales que se adelanten contra los miembros de las 

-
cluidos del conocimiento de la Justicia Penal Militar 
y que se encuentra en la justicia ordinaria continua-
rán en esta”.

Esto quiere decir que todas aquellas violaciones 
-

tán siendo investigadas por jueces ordinarios y de 

generalizado pasarán a conocimiento de la justicia 
militar.

Cuarto la carta argumenta que la consagración de 

conocimiento de la justicia militar que no es preciso 
señalar que lo sostenido por el Ministro no es lo que 
es el proyecto de reforma.

Según la norma citada en el numeral anterior sólo 

militar continuarán en la justicia ordinaria o lo que 
-

la justicia militar.
El Ministro de Defensa sostiene que con pos-

terioridad a la aprobación de la reforma constitu-

conductas que no pueden ser reconocimiento de la 
justicia militar por lo que concluye que no es posi-
ble sostener que los delitos no mencionados en la 
reforma pasarán a la justicia militar, este argumento 
está sujeto a la eventual aprobación de una ley, no 
se tiene certeza de que suceda por lo cual no puede 
ser aceptado como válido y además sin necesidad 

justicia militar ya es claro que esta va a conocer de 

Internacional Humanitario.

-
fracciones del DIH así como la labor de quienes la 

los procesos penales, esto se debe a que si bien las 
normas que rigen el procedimiento penal ordinario 
el Código de Procedimiento Penal y las que regu-
lan el procedimiento penal militar es decir el Códi-
go Penal Militar son muy similares una diferencia 

primeras reconocen a las víctimas facultades que no 
se encuentran consagradas en la segunda.

Por último llama la atención que la carta del 

de los titulares de los procedimientos especiales de 
Naciones Unidas como por ejemplo relacionado con 
la posibilidad de que las instituciones de la Justicia 
Penal Militar policía serán las primeras en determi-

detrimento de una evaluación independiente y del 
principio de un juez natural establecido en el dere-

de que “cualquier ampliación de la competencia de 
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En resumen la carta del Ministro de Defensa en 
la que se pretende defender el proyecto y mostrar su 
compatibilidad con los compromisos adquiridos por 

cuestionamientos importantes y aporta información 
imprecisa con su respuesta queda más en evidencia 
que el proyecto de reforma para militares en vez de 

-
pone un retroceso alarmante en ambos sentidos.

El Congreso de la República aún está a tiempo 
para detener este retroceso y lo invitamos a que ac-

el proyecto de reforma al fuero diciendo literalmen-
te que el fuero no es un favor si no es un deber, que 
es deber del Estado colombiano otorgarle fuero a 
los militares, fuero como está consagrado en este 
proyecto de acto legislativo.

el debido proceso y el acceso a la Administración 

apartarse de manera temeraria de los compromisos 

igualmente se abriría la puerta a la Corte Penal In-
ternacional.

Es importante mencionar que en el informe pro-

Internacional sobre la situación en Colombia elabo-

poco se advierte que continuará la investigación en 
el caso de Colombia sobre la conducta de falsos po-
sitivos. La investigación sobre estos casos se altera-
rá debido a la reforma el fuero según lo señalaban 

realizaría la legislación colombiana de aprobarse las 
reformas a penal militar será objeto de investigación 
de la Corte Penal Internacional a futuro.

Ampliar el fuero de esta manera sería entonces 
negarle la posibilidad de defenderse los militares 
en instancias nacionales y conminarlos a tener que 
defenderse en instancias internacionales como la 

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al 
doctor Luis Manuel Neira, Secretario General 
del Ministerio de Defensa:

Buenos días Presidente, antes de comenzar sim-
-

to la representante de alguna ONG me entregó un 
documento aduciendo que como yo no quería escu-

-
nas apenas entendibles me tengo que retirar momen-

-

de esta audiencia pública y por supuesto tendremos 

audiencia unos puntos que nos parecen relevantes a 
nosotros destacar el proyecto de acto legislativo el 

públicos este es un proyecto de reforma al fuero pe-
nal militar es un proyecto de reforma a la Justicia 
Penal Militar, es un proyecto integral de reforma la 
Justicia Penal Militar comprende varios temas entre 

las jurisdicciones ordinarias y penal militar.
No está tan clara y la prueba de que no está tan 

clara es el número de colisiones de competencia que 

-
-

tos de competencia entre una y otra jurisdicción.
Igualmente comprende el acto legislativo un lis-

tado de delitos que considera el gobierno en la pre-

ser reconocimiento de la Justicia Penal Militar, el 
gobierno propuso nueve conductas que le parecían 
por su gravedad por su relevancia social que no de-
bían estar en el conocimiento de esta jurisdicción 
especializada.

es una jurisdicción especializada con reconocimien-
to constitucional e internacional que funciona en la 
mayoría de los países del mundo y es una jurisdic-
ción especializada porque reconoce una relación es-
pecial de sujeción de unos servidores públicos que 
tienen una calidad diferente al resto de los servido-
res públicos del Estado.

Por eso funciona en varias partes del mundo, el 
gobierno propuso, insisto, un listado de nueve deli-

tres conductas allí determinadas pero igual que en-
cabeza el Congreso de la República determinar si 
le parece que ese listado es adecuado o no, si debe 
aumentarse, restringirse, cuáles conductas deben in-
cluirse.

Insisto bajo el criterio de la relevancia o del im-
pacto social que consideren esas conductas, en una 

-

es cierto, alguien recogió mi argumento y lo torció 
de la siguiente manera y dijo que el Secretario Ge-

audiencia pública que el Estado podía actuar arbi-
trariamente.

-
ria porque obedeció los criterios subjetivos incluso 

positivamente a la legislación interna o a la legisla-
ción internacional, cuáles conductas se consideran 
graves sin reacciones del DIH, cuáles conductas se 

-
manos, cuáles conductas se consideran delitos en un 
país.
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Obedece a unos criterios que son subjetivos que 
por supuesto tratan de sistematizarse y tratan de 

principio subjetivo alguien le parece que esas con-
ductas son y no otras distintas, alguien le parece que 
debe añadirse al suprimirse la conducta y esas parte 
de la discusión que de darse acá, eso no desconoce 

Insisto, graves infracciones al DIH graves infrac-
-

masividad, sistematicidad y generalidad, conductas 
que normalmente cometen los grupos al margen de 
la ley, reclutamiento de menores, ataque a la pobla-
ción civil, secuestro, obedecen a ese criterio, crite-

Cinco, con los temas que son propios de la refor-
ma, la armonización del DIH, la reforma no preten-

DIH se vuelva patente de corso de la Fuerza Pública 

de poder.
La Constitución, el bloque de constitucionalidad 

la ley son límites al ejercicio de la función pública, 

Pública debe actuar en consonancia con la Consti-
tución y la ley y los tratados internacionales lo que 
nosotros estamos proponiendo es una armonización.

Porque para nadie es un secreto que los criterios 
-

nal interno y en el DIH son diferentes y son dife-

y responsabilidad, a indocumentados numerosos 
casos en donde jueces ordinarios y jueces penales 

-
-

Criterios de proporcionalidad legítima defensa 
-

-

penal interno en un combate, están documentados 
casos entonces lo que proponemos son unos princi-
pios de armonización no patentes de corso.

interior permanente con el propósito de vulnerar la 
Constitución, eso no es lo que dice el proyecto de 

parte del funcionamiento de la Fuerza Pública, la 
Fuerza Pública cumplió la misión constitucional y 
legal.

Está en la Constitución artículo 216 y siguientes 

-
de por la conservación del orden público, responde 
por la convivencia ciudadana, esos no son cualquie-

Como se pretende asociar conductas como la 

-
do por ejemplo que el proyecto para legislar busca 

-

la jurisdicción penal militar.
Yo digo acá y lo reitero ni antes del proyecto 

de acto legislativo ni durante el acto legislativo ni 

constitucional o legal de la Fuerza Pública en nin-
gún escenario.

Así se apruebe el acto legislativo o no se aprue-
-

problema con que se incluya, se incluyan unos in-

-
cionamiento la Fuerza Pública, en el día de ayer se 

la Fuerza Pública para prevenir la violencia contra 
la mujer.

-

una de las pocas Fuerzas Militares del mundo que 
va a tener ese protocolo, lo lanzamos en coordina-
ción con ONG y redes de mujeres y vamos a imple-

-

recibe capacitación teórica y práctica en protección 
-

manitario, absolutamente todos, sigo con el listado 
de elementos que están en el acto legislativo.

Creación de un tribunal de garantías penales, 

aducen criterios de igualdad o desigualdad para su 
-

-

tribunal, como el llamado fuero carcelario y como 

que una persona que tiene una relación especial con 
el uso de las armas legítimas de la República en el 
evento de que cometan infracción vaya a un sitio de 

un tribunal que debe cumplir los criterios de justi-
cia, de imparcialidad y de independencia.

Cierro con esto Presidente y asistentes a la au-
diencia, una de las grandes reformas que se pretende 

-
forma constitucional si las mismas aprobadas iban a 
ser desarrolladas tanto en el proyecto de ley estatu-
taria que a complementar esta reforma como en un 
proyecto de ley ordinaria que a desarrollar el siste-

el Congreso de la República. 

audiencia.
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La Presidencia ofrece el uso de la palabra a 
la doctora Claudia Erazo, Corporación Jurídica 
Libertad y Corporación Jurídica Yira Castro:

-
tirme participar, un saludo cordial a los Senadores y 
a la audiencia, en primer lugar quisiera mencionar 

la Corporación Yira Castro y la Corporación Jurí-
-

legislativas o reformas constitucionales que afectan 
-

reparación integral.
-

midad frente a actos legislativos y reformas legales 
desde el año 2002 que apuntan en ese sentido como 

01 del 2012 denominado marco jurídico para la paz, 
con el que se pretende lograr una negociación polí-
tica con sus armados ilegales.

nuestra preocupación por esta reforma constitucio-
nal que podría implicar que graves violaciones a los 

-
nacional Humanitario cometidas por miembros de la 
Fuerza Pública sean conocidas por una jurisdicción 
que no garantiza la imparcialidad, que no garantiza 
una adecuada Administración de Justicia y que por 
lo tanto abriría canales a la impunidad.

-
-

reforma en curso, el primero de ellos es que la ju-
risdicción penal militar investigue infracciones al 

predecesores pero no por ello quiero obviarlo, brin-
dar seguridad jurídica a los militares y policías esta-

-
-

ternacional Humanitario y determinará la forma de 

La reforma establece que un delito cometido por 
un miembro de las Fuerzas Armadas en relación con 
el servicio será investigado por la jurisdicción penal 
militar para nosotros es innecesaria tal declaración 
pues ya la consagra el artículo 221 de la Constitu-
ción Política.

Esta pretensión del Ministerio de Defensa y del 

las investigaciones por infracciones al DIH a los 
-
-

que ofende los bienes jurídicos de carácter militar, 
-
-

perspectiva de ampliar el ámbito de protección 

-
nos al señalar que la convención americana y los 

común de proteger la integridad física y la digni-

No, imperativo que no se suspende ni en tiem-

un segundo punto de preocupación que el legislativo 
determine los criterios de interpretación y aplicación 

y jueces dice la reforma constitucional al artículo 
221 de la Carta Política que cuando la conducta de 
los miembros de la Fuerza Pública en relación con 

-

Internacional Humanitario.
-

terpretación y aplicación y determinará la forma de 
-

cional Humanitario, del estipulado surge la primera 
pregunta en relación con la facultad que se otorgará 

-
pretación y aplicación del DIH dirigida a la Rama 
Jurisdiccional del Poder Público y a los jueces pe-
nales militares.

-

como forma argumentativa para resolver casos con-
cretos o cuando se quiere sentar jurisprudencia, tri-

para situaciones futuras.
Las leyes o normas jurídicas en general forman 

parte de un cuerpo o sistema más amplio y com-
plejo que incluye principios generales, garantías 

-
provisto de los valores contenidos en aquellos es 

-
ma aludida a que esa voluntad única se convierta 

las sentencias de los jueces es un retroceso incon-
mensurable.

de ius cogens o imperativa al DIH convertido en 
tratado de carácter internacional que no es plausi-

frente a los militares y policías involucrados en 
los crímenes.

Tercer punto, creación de una nueva instituciona-
lidad dentro de la Rama Jurisdiccional con participa-
ción de militares activos o en retiro, con la reforma 
se pretende crear una nueva institucionalidad jurídi-
ca que altera los procedimientos y las competencias 
de la Rama Jurisdiccional del Poder Público cuando 
investiga penalmente a miembros de la Fuerza Pú-
blica se trata provocando una injerencia indebida y 

de la jurisdicción civil ordinaria.
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por, su lo que, ambas jurisdicciones en casos en que 
en el desarrollo de una acción operación o procedi-

competente para que constante inmediatamente lo 
sucedido y remite la actuación a la que corresponda. 

circunstancias ocurren las diriman los Magistrados 
del Consejo Superior de la Judicatura órgano civil 
incluido dentro de la estructura organizacional de la 

-

ambas jurisdicciones que no ostenta la jerarquía fun-

El proyecto del Ministro de Defensa va más allá 
en la defensa de la seguridad jurídica de los militares 

-
tura organizacional de la rama jurisdiccional y ajena 
a ella, por la participación directa de miembros en 
reserva de la Fuerza Pública en la toma de decisiones 
jurisdiccionales de carácter sustantivo o de fondo.

El tribunal de garantías penales tendrá como fun-
ción servir de juez de control de garantías en cual-
quier investigación o proceso penal que se adelante 
contra miembros de la Fuerza Pública y controlar la 
acusación penal, la ruptura del orden jurídico y de las 
competencias de las autoridades judiciales como en 
este caso trae como consecuencia la violación de los 
principios de independencia e imparcialidad de los 
operadores judiciales.

de los jueces y tribunales que administran justicia 
se predica como presupuesto esencial para evitar o 
contrarrestar la impunidad siempre aun más y los crí-
menes son atribuidos a agentes del Estado, la impar-
cialidad supone que los jueces no deben tener ideas 
preconcebidas en cuanto al asunto de que entienden 
y que no deben actuar de manera que promueva los 
intereses de una de las partes.

El fundamento de la independencia de los jue-

-
bidas entre las Ramas del Poder Público tribunales 

la jurisdicción en el militar sólo debe investigar y 
juzgar a militares por los delitos o faltas que por su 
competencia o que por su propia naturaleza atenten 
contra bienes jurídicos propios del orden militar y se 

Internacional Humanitario.
Si un Estado permite que las investigaciones las 

dirijan órganos potencialmente implicados la inde-
pendencia e imparcialidad se ven claramente cues-
tionadas. 

Cuarto, se crea la jurisdicción penal policial, es-
tablece el proyecto de acto legislativo que una ley 
ordinaria podrá crear juzgados y tribunales penales 

sido una aspiración de la policía tenerlo y será total-
mente previsible que los demás elementos de análisis 
esbozados en relación con la jurisdicción penal mi-
litar se apliquen a los policías y se interpretará igual 
frente al DIH, a la remisión a esa nueva jurisdicción 
de todas las investigaciones contra policías por vio-
laciones a esa normativa internacional.

Que todas las operaciones y procedimientos de 

incluidas aquellas relacionadas con la seguridad ciu-
dadana propias de sus funciones civiles, la Comisión 

-
ciado de manera reiterada en el sentido de que las 
jurisdicciones especiales como la militar o la policial 
no constituyen un foro apropiado y por lo tanto no 
brindan un recurso adecuado para investigar juzgar 

-
manos consagrados en la Comisión Americana tales 

por miembros de la Fuerza Pública.
Quinto y último. Todos somos responsables de 

-
-

pecializada de los miembros de la Fuerza Pública en 
cualquiera de las dos jurisdicciones bajo la reorienta-
ción de la autoridad que determine la ley.

En la actualidad la defensoría militar de MileGet 
entidad de carácter privado con miembros activos del 

de Naciones Unidas sobre la actuación de la Demil y 
sus abogados dijo que los miembros de la Fuerza Pú-

todas las garantías del debido proceso.
Estas garantías no parecerían cumplirse cuando 

-
trajudiciales son representadas por la agencia militar 

algunos intereses institucionales de las Fuerzas Mi-

ejemplo se obstaculiza que los acusados se acojan a 
la sentencia anticipada o realicen declaraciones in-
dividuales sobre los niveles de participación en los 

-
nancien las actividades de esta defensoría militar 
consisten en una diferenciación discriminación a fa-
vor de policías militares que es obviamente incons-

demás ciudadanos y ciudadanas colombianas que 

En conclusión y para terminar, agradezco en úl-
timas las reformas producidas y la del fuero penal 
militar que actualmente se discuten parece ser una 
respuesta los poderes ejecutivo y legislativo contra 
algunos avances importantes de la rama jurisdiccio-
nal en el juzgamiento de altos mandos militares com-

-

condenados por sus vínculos con el paramilitarismo 
y pretenden asegurar en nombre de la paz y la re-
conciliación y la impunidad de los crímenes de lesa 

-
ciedad colombiana está comprometida pero ella no 

la tranquilidad de los victimarios al respecto las le-
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paz y la reconciliación pero por lo general suprime 

gobiernos y sus agentes por crímenes graves sobre 
-

en la rama ejecutiva o los cuarteles militares, el im-
pacto de este fenómeno puede ser medido en torno a 

sido enjuiciados y castigados? ¿En cuántos casos 

-

indemnización justa?

de la reforma a la Constitución y los artículos 116, 
152 y 221 de la Carta.

Secretario:
Señor Presidente me permito informarle que los 

inscritos de conformidad con la Ley 5ª y que estaban 

La Presidencia interviene para un punto de 
orden:

-
tud y reconocimiento a todos y cada uno de quienes 
intervinieron en esta convocatoria, es la única forma 
de construir argumentos serios, consolidados a tra-

la alteridad.
Nos parece que este ejercicio es importante y por 

eso agradecemos nuevamente la presencia de todos 

De conformidad con la Ley 5ª de 1992 publican 
los documentos radicados en la Secretaria de la Co-

úbli-
ca y se envía copia a los ponentes.

En su orden de intervención las ponencias radica-
das son las siguientes:

1. Lidia Ordóñez Peralta Movimiento Social 
Damas Verdes Oliva

MOVIMIENTO SOCIAL DAMAS 
VERDE OLIVA

POR QUÉ LA NECESIDAD DE UN FUERO 
MILITAR

Honorables senadores, damas, caballeros:
-

tible que los militares requieren de fuero, razones de 
-

za son bastantes.
-

tedes como presidenta de un movimiento social “Da-

mas Verde Oliva”,
Humanos de los militares y policías privados de la 
libertad.

militar (Sargento Primero Evelio Hernández Yara) 
que vive el calvario de purgar una sentencia ilegal 
e injusta, ilegal porque se aparta de los preceptos 
constitucionales y legales establecidos, injusta por-

soldado digno, a una mujer de un esposo ejemplar a 

familiar.
Desconozco los artilugios de la normatividad, 

-
nal, y aunque soy educadora, es cuestión de sentido 

-
nes requiere un tratamiento diferencial en el ejercicio 
de su misión, un galeno jura salvar vidas, un jurista 

vivir la nuestra.
Por lo anterior no se puede establecer un trato 

igual a los miembros de las Fuerzas Armadas en 
cuanto a los actos del servicio con los actos de crimi-
nales, en una profesión que implica riesgos innume-
rables, en desarrollo de actividades criminales de las 
guerrillas narco-terroristas y otros grupos al margen 
de la ley.

Es complicado admitir que las FF.AA. en el ejer-
cicio de sus operaciones no tengan presunción de 

-
raciones y felicitaciones por combatir, capturar o dar 

-
nes de la justicia ordinaria, donde la Fiscalía General 
de la Nación asumió el conocimiento pleno de las 
acciones, no se entiende como al combatir a los te-
rroristas se termine inmerso en procesos de carácter 
penal ordinario, no es comprensible como el dar a un 
criminal de baja en combate se convierta por desco-
nocimiento procedimental, legal o peor aún por mala 
fe y omisiones de las autoridades investigativas y ju-

-
pariciones forzadas.

Igualmente no estoy aquí para promover impu-

y actos delictivos por algunos pocos funcionarios 
-

manda su profesión, pero sí estoy en cabeza de un 
movimiento como una más de las víctimas que ven 

-

proceso.
Por eso el fuero militar es una necesidad en todo 

país democrático que adolezca de la barbarie del 
terrorismo, ya que una operación militar debe ser 
analizada a la luz del procedimiento militar, con el 
acompañamiento de la Procuraduría General de la 
Nación y sí es importante un acompañamiento de la 
Fiscalía General de la Nación, pero no un ejercicio 
que asuma el control de una escena de combate sin 
tener en la cuenta el procedimiento de la Justicia Pe-
nal Militar, prejuzgando el actuar de la tropa.
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propiedad, claro está desde su percepción porque los 
errores y supuestos ideados por algunos de estos fun-

sabiendas que solo se puede condenar a una persona 
cuando persistan dudas razonables.

-

de la Fuerza Pública, podrían percibir sin menor es-

procedimientos carentes de objetividad y conoci-
miento.

Estamos en guerra contra el terrorismo y mien-

el gobierno, este a su vez quiere promover una paz 
impune, que proyecta indulto sin un día de pena para 
terroristas y que nuestros militares y policías sigan 
detenidos o tengan probablemente que asumir críme-

poder compartir nuevamente su libertad junto a sus 
familias.

Es acaso justo que criminales de la peor estirpe 
puedan contemplar activismo político y libertad, 

a sus familias, sus vidas, sean olvidados por nosotros 
sus principales deudos y benefactores de libertades y 
tranquilidad a causa de su digna labor. Gracias.

2. ALBERTO YEPES, OBSERVATORIO DE 
DERECHOS HUMANOS DE LA COORDINA-
CIÓN EUROPA-ESTADOS UNIDOS
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3. VIVIANA RODRÍGUEZ PEÑA - CORPO-
RACIÓN SISMA MUJER
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4. CARLOS RODRÍGUEZ MEJÍA - CORPO-
RACIÓN VIVA LA CIUDADANÍA
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5. HÉCTOR ANDRÉS ALAGUNA PULIDO – 
PERSONA NATURAL

IMPRESCINDIBILIDAD DEL FUERO  
MILITAR

Respetable audiencia:
Estamos inmersos en una confrontación contra el 

de bien; donde las víctimas reales de este bizarro 
-

bandera, un toque fúnebre y unas salvas y quienes 
sobreviven a cada operación un día son proclamados 

Estado.
Contrario sensu la causa causante del cáncer que 

vivimos, las guerrillas narcoterroristas, con su úni-
-

unos en La Habana, otros tras la cobarde clandestini-

Humanos y todos los parámetros del DIH.

y decentes, una Justicia Penal Militar que asuma in-
dagaciones, investigaciones y procesos por punibles 

-
-

A base de lo anterior la Fiscalía General de la Na-
ción asumirá jurisdicción y competencia cuando los 
delitos no sean en ejecución de la misión constitucio-
nalmente establecida, actos del servicio o sean crí-

-
do que todo criminal dado de baja, por no tener un 

-

de la ley que cultiva la tierra, cuando sabemos que 
-

tados de colaboradores, promotores y demás activis-
tas del terrorismo.

La ignorancia en materia de estrategia, combate 

casos y en otros su aversión a los integrantes de la 
Fuerza Pública son un caldo de cultivo que ve cose-

-
ción son juzgados en primera instancia por tribunales 
idóneos y doctos; más aún los militares deben serlo, 
ya que su labor es además de la más riesgosa la más 
loable y noble del mundo ya que ofrendan sus vidas 
para que los demás ciudadanos puedan vivir las su-
yas.

Sin fuero militar la Declaración Universal de los 

Protocolo II, El Estatuto de Roma y la Constitución 

de la realidad material.
Héctor Andrés Alaguna Pulido.

6. LUIS GUILLERMO PÉREZ - SECRETARIO 
GENERAL FEDERACIÓN INTERNACIONAL 
DE DERECHOS HUMANOS

Intervención Congreso de la República sobre el 
Proyecto de Reforma Constitucional al Fuero Penal 
Militar

Interviene: Luis Guillermo Pérez Casas
Cargo: Secretario General Federación Interna-

cional de Derechos Humanos (FIDH)
Señores Congresistas: el proyecto en curso de Re-

forma Constitucional al fuero penal militar es lesi-
vo para la democracia, para el Estado de Derecho y 
para la sociedad colombiana; de aprobarse se esta-
ría otorgando licencia para cometer crímenes inter-
nacionales a la Fuerza Pública.

Resulta inocultable que las Fuerzas Militares en 

Humanos, que constituyen claramente crímenes de lesa 

-
-
-

la sociedad colombiana y a la comunidad internacional 

de Justicia, Blanquicet por el asesinato de los negocia-
dores de paz de la Corriente de Renovación Socialista).

Humanos fortalecen la democracia y el Estado de De-

la impunidad que los favorece y estimula atentan grave-
mente contra la paz, debilitan la democracia y despres-
tigian las instituciones.

No es la denuncia de las graves violaciones de Dere-

pone a las instituciones y al Estado en la picota pública; 
en realidad, son las violaciones sistemáticas de los De-

-
cionalidad y los principios democráticos. El respeto y 

democracia, su desconocimiento, en cambio, conducen 
al abismo de la barbarie y la arbitrariedad.

Desde organismos de inteligencia estatal, desde altos 
funcionarios del Estado y otros sectores, se viene cali-

crímenes cometidos por agentes del Estado, como “gue-
-

y señalando a las organizaciones que apoderan víctimas 
como “el brazo jurídico de la guerrilla”. Al concepto de 
“guerra jurídica”, se suma el de “guerra judicial” según 

-

del aparato subversivo.
Estos conceptos estigmatizadores son contrarios a 

las obligaciones del Estado en materia de protección de 
-

pues nada más y nada menos que estos terminan siendo 
considerados como “objetivo militar”, poniendo en in-
minente riesgo sus vidas. El Estado y sus diferentes es-
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Humanos y asegurar la sanción de los responsables, 
antes que congraciarse y defender con la impunidad a 
quienes desde sus conductas criminales desvían los ob-
jetivos constitucionales del Estado y sus instituciones.

Estos peligrosos señalamientos vienen arreciando en 

-

Penal Militar constituye un mecanismo de impunidad 
en casos que comprometen a agentes estatales en graves 

Militares están perdiendo la “guerra jurídica en los es-

legal o constitucional para revestirlos de “seguridad 

son sancionados no se pierde ninguna “guerra jurídica”, 
sino que se ganan “batallas contra la impunidad” y se le-
gitiman el Estado y la institucionalidad. Lo que debilita 
la moral de la Fuerza Pública no son las acciones jurídi-
cas o disciplinarias con las que se pretende sancionar a 
los responsables de crímenes internacionales, sino que 

omisiva de agentes estatales.
La “seguridad jurídica” no puede ser entendida 

como una patente para actuar sin temor a ser sanciona-
dos si los agentes estatales incurren en conductas que 

-
nos. La “seguridad jurídica” no puede ser sinónimo de 
impunidad frente a quienes desacreditan con sus com-
portamientos al Estado y las instituciones.

aspirar a conocer de esas conductas, debido a que no 
constituye un tribunal imparcial ni independiente, se-

-

lección que el Estado y la sociedad no debemos olvidar, 
¡para no repetirla!

La sociedad colombiana no puede aceptar ni el Con-
greso debe promover una reforma que sería tremenda-
mente regresiva en materia de justicia y en el camino 

están a punto de rodar por el precipicio del olvido y la 
impunidad.

Lo lógico es que el Estado cumpla con principios 

garante y para que los tribunales ordinarios naciona-
les se sigan ocupando de conocer los casos de graves 

estarían abriendo las puertas para que la Corte Penal In-
ternacional asuma esta responsabilidad.

Hay que respaldar la acción de la justicia en contra 
de la impunidad en todas sus manifestaciones, especial-
mente frente a la criminalidad venida de quienes tienen 
el mandato constitucional de proteger a la población 
civil, a la sociedad en general y a la institucionalidad. 
Atacar a la justicia cuando cumple este papel, que es su 
obligación, equivale a contribuir en el desmoronamien-

Señoras y señores congresistas, sobre sus cabezas 
reposa una enorme responsabilidad con Colombia, con 
la justicia, con la sociedad colombiana y la comunidad 
internacional. El fuero penal militar no debe ocuparse 
de investigar y juzgar casos que constituyen graves vio-

los mal llamados “falsos positivos” que no son otra 

desplazamiento forzado, entre otros crímenes interna-

bien de Colombia y las posibilidades de respeto a los 
-

tario y la paz de Colombia.
7. CAROLINA ARÉVALO CONTRERAS - 

PERSONA NATURAL
ENEMIGOS DEL FUERO MILITAR…
“Las Fuerzas Militares y de Policía en Colombia se 

y 2012, y para su labor contarán este año con un presu-
puesto cercano a los 23,2 billones de pesos”, destacó 

Según el mandatario, “gracias al fortalecimiento pre-
-

-

Lo que no se cuenta es que en este momento la “Jus-

-
jado los grupos armados ilegales. Tristemente en este 
momento solo en el CRM de Puente Aranda se encuen-
tran más de 17 Comandos de Fuerzas Especiales. Va mi 

plenamente capacitados para ello y no lo están? Lasti-

Me atrevo a contarles que nuestras FF. MM. están 
siendo el blanco de Colectivos Criminales que, disfra-
zados como defensores de DD. HH., actúan con sevicia 
y maldad en contra de la legalidad de nuestro país; en 

-

¿Cómo actúan? Por cada demanda interpuesta y ga-
nada en instancias internacionales como la CIDH (Cor-

-

son un poco menos de mil millones de pesos los cuales 
son repartidos de la siguiente manera: el 70% lo agarran 

restante es repartido entre las supuestas víctimas. Uso la 
-

mostrado que son partícipes de montajes casi perfectos 
para enlodar a militares y desfalcar al Estado.

Montajes en donde participan como Directores los 
Colectivos de Abogados y como actores principales 

aceptan decir que sus familiares muertos no pertenecían 
a ningún frente terrorista sino que eran nobles campesi-
nos dedicados a la siembra, pero quizás sea a la siembra 
de minas antipersona.

Triste ver que en un país con tantas necesidades eco-

-
grando económicamente pagando demandas millona-
rias, lucrándose con el incierto futuro de un pueblo.

Carolina Arévalo Contreras
c. c. 52912166
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8. JOSÉ ARTURO CARMELO PIÑEROS 
– EXDIRECTOR EJECUTIVO JUSTICIA  
PENAL MILITAR

9. JAIME RUIZ BARRERA - PRESIDENTE 
NACIONAL ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE 
OFICIALES EN RETIRO



 Martes, 12 de marzo de 2013 GACETA DEL CONGRESO  87

10. RODRIGO QUIÑONES CÁRDENAS – 
PRIMER VICEPRESIDENTE NACIONAL DE 
ACORE
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11. LUIS ALBERTO ROJAS JAIMES, RE-
SERVA ACTIVA DEL SUR DEL TOLIMA, RE-
SERVA CHAPARRAL

Señores de la Comisión Primera del Senado.
Cordial saludo:
Por medio de la presente solicito me inscriban 

como participante en el foro sobre el proyecto que 
cursa en el Senado sobre el Fuero Militar; mi gra-
do como retirado y nombre es Capitán Retirado del 

-
-

presento a la Reserva Activa del Sur del Tolima con 

Entre los puntos que quiero tratar están los si-
guientes: Se debe devolver el Fuero Militar a nues-

ningún tipo de enmienda ni arandelas, debe ser de 
acuerdo a lo que reza la Constitución en su artículo 
221.

– La Constitución es la norma de normas y cuan-

debe imponer lo que reza la Constitución.
– No se debe crear tribunal de garantías penales 

con ningún tipo de competencia ya que conociendo 
a los políticos y principalmente a los comunistas y 
de partidos de izquierda, se apoderarán del citado 
tribunal y sencillamente todos los actos serán “des-
apariciones forzadas”, todos los “delitos” bajas en 

o genocidios, al igual que está en este momento.

delito común y corriente, las bajas en combate con 
uno de Lesa Humanidad, Genocidio o Desaparición 

12.000 soldados investigados por la Fiscalía, 3.000 
-

sión.
– La Justicia Ordinaria y la Fiscalía no tienen 

ni la menor idea de las normas cuartelarias ni 

lo cual no están en capacidad ni de investigar ni 

ni siquiera presto el servicio militar obligatorio, 

– Las mentiras que el Presidente Santos se em-
peña en decir públicamente a este respecto pero que 

-
va a cabo con los terroristas de las Farc.

12. TANIA PARRA MONTENEGRO - RE-
PRESENTANTE JURÍDICA FUNDACIÓN FUI-
MOS HÉROES.

Respetados Señores:
Como representante jurídica de la Fundación Fui-

-
tuosa tiempo de intervención en la audiencia pública 
de Fuero Militar a desarrollarse el día 15 de noviem-

vista que para la Fundación son necesarios a tener en 
cuenta para desarrollar el Proyecto de Acto Legisla-
tivo número 16 de 2012 de Senado y 192 de Cámara 
correspondiente al desarrollo del tema FUERO MI-
LITAR.

El contenido de los puntos a desarrollar son:
– Necesidad de ampliar el artículo 221 Consti-

para los miembros de la Fuerza Pública.
– Garantías de Independencia e imparcialidad 

procesos adelantados por la JPM, más adelante sean 
tildados por las Cortes Internacionales, como una 
justicia Ilegal por no ser imparcial.

-
puestas a los militares desde los años 2005 a la 
actualidad, frente a penas impuestas a personas 
consideradas como grandes criminales de la Hu-

mismo como se establecen penas alternativas a la 
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de prisión a miembros de las Farc, tal es el caso de 
Alias Karina quien purga su pena como gestora de 
Paz en Colombia.

Agradezco su cordial.
Atención,

Abogado Tania Parra Montenegro,

c. c. 52153730 de Bogotá
Cel. 
13. KENNETH BURBANO VILLAMARÍN 

- COORDINADOR DEL OBSERVATORIO 
DE INTERVENCIÓN CIUDADANA UNI-
VERSIDAD LIBRE FACULTAD DE DERE-
CHO BOGOTÁ

Universidad Libre Facultad de Derecho
Observatorio de Intervención Ciudadana  

Constitucional1
LA REFORMA CONSTITUCIONAL A LA 

JUSTICIA Y AL FUERO PENAL MILITAR
Observaciones al Proyecto de Acto Legislativo 

número 16 de 2012 del Senado de la República y 
192 de 2012 de Cámara de Representantes, por el 
cual se reforman los artículos 116, 152 y 221 de la 
Constitución Política de Colombia.

I. INTRODUCCIÓN Y CONSIDERACIONES 
PRELIMINARES

El observatorio de Intervención Ciudadana Cons-

pretende respaldar posiciones de ciertos estamen-
tos u organizaciones ni sentar posiciones políticas o 
ideológicas en materia de Reforma Constitucional a 
la Justicia y al Fuero Penal Militar. Este documento 
quiere llamar la atención sobre algunos aspectos del 
proyecto que vale la pena estudiar con detenimiento 
y serenidad, para que la decisión legislativa que se 
tome en esta materia sea jurídicamente viable, ajus-
tada a los instrumentos internacionales de protección 

-
mas y de los servidores de la Fuerza Pública.

El debate sobre el fuero penal militar involucra 

-
punidad de graves crímenes cometidos por algunos 
miembros de la Fuerza Pública con ocasión del con-

el fuero penal militar en otros países, la integración 
-

do proceso de los miembros de la Fuerza Pública, el 
proceso de paz, entre otros asuntos. No obstante, el 
1  El Observatorio de Intervención Ciudadana Constitucio-

nal es un nuevo espacio de estudio, análisis e investiga-
ción que se está consolidando desde el segundo semestre 

Libre de Bogotá, como respuesta a la necesaria acción e 
intervención ciudadana ante la Corte Constitucional y el 
Congreso de la República, siendo su función principal. 

de la Universidad, se pretende contribuir al conocimien-
to, al debate democrático, a dar y formar opinión, en los 
importantes temas de la vida social y política del país.

objeto de nuestro análisis se circunscribe a valorar 

el proyecto de reforma constitucional, se superan las 
preocupaciones que motivaron su presentación y si 
se resuelven o no los problemas actuales de la Justi-
cia Penal Militar2.

II. PRESENTACIÓN
El Gobierno Nacional presentó el Proyecto de 

116, 152 y 221 que determinan el marco que rige 
la investigación y juzgamiento de los integrantes de 
las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional. Es de 
conocimiento público la preocupación manifestada 
por diversas organizaciones de militares retirados en 
el sentido de que el fuero y la Justicia Penal Militar 

de brindar un marco claro de investigación y juzga-

No se trata solamente de un abstracto debate ju-
rídico sobre el ámbito de competencia de la Justicia 
Penal Militar y de la jurisdicción ordinaria respec-
to a las actuaciones de los integrantes de la Fuerza 
Pública, sino de una condición esencial para que los 
mismos puedan enfrentar las amenazas criminales 
con claridad absoluta sobre el marco jurídico en que 
ejercen la fuerza y cumplen su actividad.

-

marcos jurídicos que regulan el uso de la fuerza, tie-
nen efecto en el desarrollo de operaciones militares 
y procedimientos de policía, al punto de que pueden 

proyecto gubernamental reconoce tales debilidades 
y pretende ser una reforma integral que las atienda.

-

noción de fuero penal militar y sus límites. Posterior-
mente se describirá el problema que se busca resolver, 
el contenido del proyecto de reforma constitucional 
y su idoneidad para ser una respuesta integral. Final-

III. EL FUERO PENAL MILITAR
a) Concepto

-
ro que cobija a diversos servidores públicos como 
una “garantía de que gozan determinadas personas 
por razón del cargo que ocupan o de la actividad que 
ejercen y de conformidad con la cual solo pueden 
ser juzgadas por jueces especiales”. Es una “prerro-
gativa instituida por razón de la calidad funcional 
2 El Observatorio de Intervención Ciudadana Constitucio-

simposio sobre Reforma a la Justicia y al Fuero Penal 

-

Suprema de Justicia, un representante de la Comisión 
Colombiana de Juristas, profesores de la U. Libre y los 
integrantes del Observatorio de Intervención Ciudadana, 

el trabajo del observatorio.
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del procesado, no con el ánimo de crear una garantía 
-

tancia de la función…”3.
b) Evolución

remonta al Imperio Romano y a la necesidad de 
garantizar la disciplina y el orden en el seno de los 

sus integrantes eran juzgados por instancias creadas 

comienzo se trató más de un mecanismo de control 
efectivo sobre las tropas que de un mecanismo de 
administración de justicia.

una verdadera jurisdicción penal militar, actual-
mente cuestionada y desmontada en varios países 

la Constitución de 1886 consagró el fuero para los 
miembros activos de las Fuerzas Militares, de la si-
guiente forma:

“De los delitos cometidos por los militares en ser-
vicio activo y en relación con el mismo servicio, co-
nocerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares, 
con arreglo a las prescripciones del Código Penal 
Militar”.

-
ran los miembros de las Fuerzas de Policía… cono-
cerá la Justicia Penal Militar” , otorgándoseles un 
fuero de rango legal, no constitucional.

propias leyes, por el estatuto del cuerpo a que perte-

jurisdicción especial”5.
Para la Corte Suprema de Justicia el fuero militar, 

en sentencia de la Sala de Casación Penal de 1960, 
la Constitución “reconoció un fuero especial a los 

penales, siempre que se trate de delitos cometidos en 
actividad de tal índole y en relación con el mismo 
servicio”. “En cuanto al procedimiento y demás ga-

-

es el indicado para consagrarlos: un Código Penal 
Militar”6.

de la norma superior” que los militares que cometan 
delitos en servicio activo y en relación con el mismo 
servicio, “sean juzgados por sus propios compañeros 
de profesión”7.

Antonio Moreno Mosquera determinó el fuero y lí-
3 -

mis, 1998, página 83.
 Ospina Cardona, Juan. Bolívar, Marco Aurelio. Funda-

5

Tercera Edición. Editorial Temis. Bogotá, D. C., 1972, 
página 266.

6 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Ma-
Ga-

ceta Judicial, tomo XCII, mayo-junio de 1960, números 
2225-2226, página 1025.

7 Ibídem, página 1025.

mites del “fuero penal castrense”. Indicó que el fuero 
es “inviolable, pues sería contrario a la Constitución 
el que conocieran los tribunales ordinarios de los de-
litos de los militares. Pero es limitado, no sólo en 

8.
La Corporación estableció que la jurisdicción 

ordinaria es la “única competente para conocer de 

ubica el fuero especial castrense. Reconoce que el 
fuero castrense es “una norma de competencia es-

prioridad de la justicia ordinaria”9.
La Corte bajo la Constitución de 1886 subrayó 

tres aspectos que se mantienen actualmente: a) El 
fuero solo ampara a militares y policías en servicio 
activo; b) únicamente por delitos cometidos en rela-
ción con el ejercicio del servicio militar o policial; c) 
Y prevalencia de la justicia ordinaria en caso de duda 
sobre la competencia. Al respecto dijo:

“En caso de verdadera duda es competente siem-
pre la justicia ordinaria, porque esta, por su natural 
preferencia, debe conocer de todos los delitos y juz-

competencia, pues para que pueda atribuirse a una 
jurisdicción especial el conocimiento de un proceso, 

-

la ley,…”10.
La Constitución de 1991 mantiene varias de estas 

características, pero elimina la posibilidad en cual-
quier caso de que los civiles puedan ser investigados 
y juzgados por la Justicia Penal Militar, aún en tiem-

es el siguiente:
ARTÍCULO 221. “De los delitos cometidos por 

los miembros de la Fuerza Pública en servicio ac-
tivo, y en relación con el mismo servicio, cono-
cerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares, 
con arreglo a las prescripciones del Código Penal 
Militar. Tales Cortes o Tribunales estarán integra-
dos por miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo o en retiro”.

c) El fuero militar en la jurisprudencia colom-
biana

Ha sido el desarrollo de la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional y del Sistema Interamericano 

-

de 1997 establece los criterios de aplicación del fue-
ro penal militar:

Su aplicación requiere la obligatoria concurrencia 
de un criterio subjetivo y otro objetivo. El primero 

investigación sea cometida por un miembro de la 
Fuerza Pública en servicio activo, mientras el objeti-
vo a que la conducta se encuentre relacionada con el 
8 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Ma-

gistrado Ponente: Antonio Moreno Mosquera. En: De-
recho Colombiano. Tomo XI. Bogotá, D. D., agosto de 
1966. N

9 Ibí
10 Ibí
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servicio, es decir que tenga una relación directa con 
la misión constitucional encomendada a la Fuerza 
Pública.

Con base en lo anterior las reglas que señala la 
sentencia C-358 de 1997, en materia de alcance y 
límites del fuero penal militar, son las siguientes:

1. “El ser miembro de la Fuerza Pública en ser-

2. “Las prerrogativas y la investidura que osten-
tan los miembros de la Fuerza Pública pierden toda 
relación con el servicio cuando deliberadamente son 
utilizadas para cometer delitos comunes, los cuales 

-
-

ra, ya que ellas no equivalen a servicio ni, de otro 
lado, tienen la virtud de mutar el delito común en un 
acto relacionado con el mismo”.

-
culada a la Fuerza Pública no dota a sus propósitos 
delictivos de la naturaleza de misión de la Fuerza 
Pública. Ellos continúan siendo simplemente la vo-
luntad delincuencial imputable a la persona, desco-
nectada del servicio público de la defensa y de la 
seguridad pública, la cual en un plano de estricta 
igualdad deberá ser investigada y sancionada según 
las normas penales ordinarias”.

como consecuencia material del servicio o con oca-
sión del mismo puede quedar comprendido dentro 

-
ma con la función militar o policiva. El concepto 

a todo aquello que el agente efectivamente realice. 
De lo contrario, su acción se desligaría en la prác-
tica del elemento funcional que representa el eje de 

5. “… en todos aquellos casos en los que no apa-
rezca diáfanamente la relación directa del delito con 

-
dinario. La jurisdicción penal militar constituye una 

general”.
6. “Conforme a la interpretación restrictiva que 

se impone en este campo, un delito está relacionado 
con el servicio únicamente
sido cometido en el marco del cumplimiento de la la-

la Constitución y la ley a la Fuerza Pública”.

marco de una actividad ligada directamente a una 
función propia del cuerpo armado. Pero aún más, 
el vínculo entre el delito y la actividad propia del 

-
lización de una tarea que en sí misma constituya un 
desarrollo legítimo de los cometidos de las Fuerzas 
Armadas y la Policía Nacional”.

8. “Por el contrario, si desde el inicio el agente 
tiene propósitos criminales, y utiliza entonces su in-

-
rresponde a la justicia ordinaria, incluso en aquellos 

-

y el servicio, ya que en ningún momento el agente 
estaba desarrollando actividades propias del servi-
cio, puesto que sus comportamientos fueron ab initio 
criminales”.

-

ninguna obediencia”.
10. “La relación con el servicio debe surgir clara-

mente de las pruebas que obran dentro del proceso. 
-

cepción a la norma ordinaria, ella será competente 
solamente en los casos en los que aparezca nítida-

general debe aplicarse”.

acerca de cuál es la jurisdicción competente para 
conocer sobre un proceso determinado, la decisión 
deberá recaer en favor de la jurisdicción ordinaria, en 
razón de que no se pudo demostrar plenamente que 

12. “No obstante que la misión o la tarea cuya 
realización asume o decide un miembro de la Fuer-
za Pública se inserte en el cuadro funcional propio 
de esta, es posible que en un momento dado, aquel, 
voluntaria o culposamente, la altere radicalmente o 

de presente una desviación de poder que, por serlo, 
sea capaz de desvirtuar el uso legítimo de la fuerza. 
Justamente a este tipo de conductas se orienta el Có-
digo Penal Militar y se aplica el denominado fuero 
militar”.

13. “La legislación penal militar, y el correspon-

-
licial, pero que no obstante tienen como referente 
tareas y misiones que, en sí mismas, son las que de 
ordinario integran el concepto constitucional y legal 
de servicio militar o policial”.

-
ductas punibles que son tan abiertamente contrarias a 
la función constitucional de la Fuerza Pública que su 

con el servicio”.

que el listado de delitos que aparece en el Código 

-
vo. Lo anterior teniendo en cuenta que no solo los 

-
ción militar y policial y que por tanto deben de ser de 
conocimiento de la jurisdicción ordinaria.

1. “(…) la jurisdicción penal militar sólo tendrá 
competencia para conocer de los delitos comunes 
que llegue a cometer el miembro de la Fuerza Públi-
ca, cuando estos delitos tengan relación directa con 
el marco de las actividades asignadas a la Fuerza Pú-
blica por la Constitución. Si la mencionada relación 

-
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sión de un delito de esta naturaleza será privativa-
mente de la jurisdicción ordinaria”.

2. “Teniendo en cuenta que el factor funcional es 
el que en últimas determina la competencia de la ju-

de 1999 que, por su misma naturaleza, no pueden ser 
considerados “relacionados con el servicio” y como 
tales, en ningún caso podrán ser de conocimiento de 
la justicia castrense. En todos estos casos, correspon-

-
ción y juzgamiento de esta clase de conductas”.

constitucional.
-

petencias entre la jurisdicción, el competente para 
dirimirlo –Sala Disciplinaria del Consejo Superior 
de la Judicatura–, está en la obligación de conside-

-
clusivamente en este caso–, se asigne el proceso a la 
Justicia Penal Militar.

2. ¿Cuándo una omisión de la Fuerza Pública 
puede ser considerada un acto fuera del servicio? 
La respuesta es la siguiente: en los mismos casos en 
que una conducta activa no tiene relación con la mi-

amparadas por el fuero penal militar las siguientes 
omisiones:

-
ta (surgió para capturar arbitrariamente a alguien y 

ii) Las que surgen dentro de una operación inicia-
da legítimamente, pero en su desarrollo se presenta 
una desviación esencial del curso de la actividad (no 
se impide el maltrato de una persona que ya no pre-
senta ninguna clase de resistencia en un combate);

iii) Cuando no se impiden las graves violaciones 

Humanitario (un miembro de la Fuerza Pública que 
tiene el deber de evitar un daño a la población civil, 
no evita la producción del resultado)”.

d) El fuero militar en el sistema interamerica-
no de Derechos Humanos

Las sentencias de la Corte Interamericana de De-

-

Humanos incorporados al ordenamiento jurídico co-

En el caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, sen-
tencia de 30 de mayo de 1999, “la Corte advierte que 

-

la disciplina dentro de las Fuerzas Armadas. Inclusi-
ve, esta jurisdicción funcional reserva su aplicación 

dentro del ejercicio de sus funciones y bajo ciertas 

legislación peruana (artículo 282 de la Constitución 
Política de 1979)…

Cuando la justicia militar asume competencia so-
bre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, 

-

justicia”11.

que la competencia y jurisdicción penal militar debe 
estar limitada a delitos que tengan el carácter de mi-

-
manos.

IV. INSEGURIDAD JURÍDICA 
EL PROBLEMA A RESOLVER

-
gislativo indica que con la iniciativa se propone “res-
ponder de manera integral al problema de la ausencia 
de garantías y reglas claras para los miembros de la 
Fuerza Pública”12 .

Para el Gobierno “la inseguridad jurídica es una 
fuente de inquietud para los miembros de las Fuer-
zas Militares y de la Policía Nacional. Es necesario 
en consecuencia tener un marco jurídico claro que 
les permita actuar de manera efectiva y sin vacila-
ciones frente a las amenazas que atentan contra el 
orden constitucional y contra los ciudadanos”13. De 

-
mativo que les garantice certidumbre sobre las reglas 
que los rigen en su función.

a) ¿Quién conoce de las operaciones militares y 
de los procedimientos de policía?

La inquietud ante la aplicación del fuero penal 
militar responde en gran parte al incremento de in-
vestigaciones en la jurisdicción ordinaria especial-

reportados como “bajas en combate”, en el marco de 
operaciones legítimas. Esto tiene que ver con las di-
ligencias judiciales que adelante la Fiscalía General 
de la Nación por casos que la opinión pública cono-
ció periodísticamente como “falsos positivos”, aun 

Preocupa a los miembros de la Fuerza Pública, 

Infantería de Marina, que muertes legítimas produci-
das en combate con los grupos armados organizados 
al margen de la ley sean objeto de investigación, juz-
gamiento y condena por parte de la justicia ordinaria 
desconociendo el fuero militar.

Puede decirse que la preocupación y sensación de 
inseguridad jurídica es fundamentalmente del perso-
nal militar y no del policial. La Policía Nacional por 
su misión tiene una naturaleza diferente y los casos 

que en pocas ocasiones se genere un debate en la de-

La preocupación consiste en que respecto a aque-
llas conductas que requieren llevar a cabo actos urgen-
11

caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, Sentencia de 30 
de mayo de 1999. Párrafo 128. Consultada en 

 
esp.pdf

12 Proyecto de acto legislativo número 16 de 2012 del Se-
nado de la República y 192 de 2012 de Cámara de Re-
presentantes. www.secretariasenado.gov.co

13 Ibídem.
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tes, de los que trata el artículo 205 del Código de Pro-
cedimiento Penal, las investigaciones son iniciadas y 
en gran parte tramitadas por la justicia ordinaria.

Se adjudica esto a la suscripción de un documento 
conjunto entre la Fiscalía General de la Nación y el 
Ministerio de Defensa Nacional, en junio de 2006, 

fuero penal militar y la causa del aumento de casos 
conocidos por la justicia ordinaria. Esta interpreta-
ción no es correcta porque el mandato de que los ac-
tos urgentes sean realizados por la Policía Judicial 
y su dependencia de la Fiscalía es de origen legal 
y constitucional y no de un documento que es una 

legales y constitucionales.
Las investigaciones que requieren actos urgen-

tes como aquellas suscitadas como consecuencia de 
“bajas en combate” inician en la justicia ordinaria 
porque la Justicia Penal Militar no tiene cuerpo de 

judicial como única -
cer levantamientos de cadáver e inspección al lugar 

-
ciones para realizar las diligencias correspondientes 
y, por mandato del artículo 250 constitucional, que 
señala que el Fiscal General de la Nación es el en-
cargado de dirigir las funciones de policía judicial, 
debe entregar las diligencias a un Fiscal URI quien 

competencia.
La norma constitucional impide que la Policía 

Judicial pueda entregar el resultado de sus diligen-
cias a los funcionarios de la Justicia Penal Militar. 

cual quien conoce inicialmente del caso es la justicia 
ordinaria.

b) La regla de competencia: nitidez o duda
Debido a esto la justicia ordinaria actualmente es 

a la que le corresponde evaluar si la muerte en com-
bate es de competencia de la Justicia Penal Militar o 
debe continuarse la investigación en la jurisdicción 
ordinaria. La regla a aplicar es que sólo conocerá la 
Justicia Penal Militar en caso de que los factores fun-

en caso de duda deberá continuar la actuación proce-
sal en sede de ordinaria.

La valoración inicial corresponde a funcionarios 
judiciales, de quienes se duda sobre sus conocimien-

-
tos militares, tácticos y operacionales. La razón del 
fuero militar es precisamente que quienes cumplen 
una función especialísima, como es la que involucra 
el uso de la fuerza letal contra individuos y grupos 

por funcionarios que tengan la pericia necesaria para 

analizar lo ocurrido en una escena operacional, la 

práctica, todas las actuaciones de la Fuerza Pública 
que incluyan una muerte en combate potencialmente 
pueden terminar juzgadas por la justicia ordinaria, 
negando la participación a la Justicia Penal Militar. 

-
miento del fuero militar.

-

-
-

te para la guerra irregular, denunciarlas como “falsos 
positivos”.

Si bien esas denuncias per se no constituyen prue-

justicia ordinaria como de la Justicia Penal Militar, 

ordinaria aplicando posiblemente un marco jurídico 
equivocado.

c) La pericia de la justicia ordinaria
La complejidad de las situaciones que se presen-

-

justicia ordinaria que no conocen la doctrina militar 
y el planeamiento de las operaciones evalúan las cir-

-
cional Humanitario. Y en casos donde debe evaluar-

para las víctimas.
d) Defensa técnica
Por otro lado, no menos importante y asociado a 

la falta de garantías que aducen los miembros de la 
-

ca idónea y gratuita. La apertura de investigaciones 
judiciales por todo resultado operacional que incluya 

-

defensores acudiendo a su propio patrimonio. Esto 
sumado a la incertidumbre jurídica afecta la voluntad 

V. EL PROYECTO DE REFORMA  
CONSTITUCIONAL

-
tendida reforma constitucional busca “promover 
una solución integral a esa ausencia de claridad 
normativa que los miembros de la Fuerza Pública 

procurar que se dirima con certeza el debate que 
en torno a la investigación y juzgamiento de las 
mismas se suscita”.

El proyecto adiciona varios incisos, numerales y 
literales a tres artículos de la Constitución: el 221, 
sobre Justicia Penal Militar; el 152, sobre leyes esta-
tutarias, y el 116 sobre las autoridades que adminis-
tran justicia.

reforma integral que trascienda ajustes al artículo 
221 de la Constitución sobre el fuero militar, para lo 
cual integra los siguientes aspectos:
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1. Tribunal de Garantías Penales
Es una novedad que incorpora la reforma. Tendrá 

competencia en todo el territorio nacional y en cual-
quier jurisdicción penal. Esta instancia cumpliría las 
siguientes funciones:

– Ser juez de control de garantías, de manera pre-
ferente, en cualquier investigación o proceso penal 
contra miembros de la Fuerza Pública.

– Garantizar que se cumplan los presupuestos 
materiales y formales para iniciar el juicio oral ejer-
ciendo control sobre la acusación penal.

– Las demás funciones que le asigne la ley.
El Tribunal de Garantías estará integrado por seis 

(6) Magistrados, tres (3) de los cuales serán miem-
bros de la Fuerza Pública en retiro y abogados.

Elegidos por las Salas de Gobierno de la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional en Pleno.

Los miembros de la Fuerza Pública en retiro de 
este tribunal serán elegidos de tres (3) ternas que en-
viará el Presidente de la República.

Una ley estatutaria reglamentará los requisitos 
-

bilidades e incompatibilidades, el mecanismo de 
postulación de candidatos, el procedimiento para su 
selección y demás aspectos de organización y fun-
cionamiento del Tribunal de Garantías Penales.

-
vaciones:

– Es conveniente crear un tribunal que cumpla las 
funciones señaladas no sólo para casos que involu-
cran a miembros de la Fuerza Pública, sino en gene-

alguna objeción, no es a su utilidad, sino a que se 

las Fuerzas Militares y de Policía.
– A pesar de lo anterior, vale advertir que la crea-

ción de un tribunal que actúe como juez de control de 
garantías preferente implica un aparato burocrático 
grande que en todo caso no estará en capacidad de 
atender la totalidad de los casos que actualmente se 
adelantan. No parece desde este punto de vista un 

es crear tribunales seccionales, lo cual implica aún 
más recursos, pero tampoco resuelve el problema. 
Según el Ministerio de Defensa a agosto de 2011 
eran 3.963 los miembros de la Fuerza Pública vincu-

militares retirados asegura que aspectos relacionados 
con la doctrina de las Fuerzas Armadas se aplique 
con rigurosidad en las decisiones, al tiempo que la 
composición de la mitad del tribunal con civiles, que 

-
dencia de esa instancia respecto al aparato militar.

– Es importante ajustar la redacción para que que-
de claro que es un tribunal conformado por civiles y 
no por civiles y militares. Esto es importante en ra-
zón a la independencia e imparcialidad que la juris-

de investigación y juzgamiento.

atención en que la conformación de ternas para la 

y se encuentran en retiro, al radicarse en cabeza del 

Presidente de la República que es el Jefe Supremo 
de las Fuerzas Armadas, puede generar controversia 
en cuanto a la independencia e imparcialidad de los 
mismos.

– Seguramente será objeto de la ley estatutaria co-

-
rentes pueden realizar las funciones adscritas al Tri-

-
drán su función frente a los procesos, pero deberán 
ceder su competencia cuando la asuma el Tribunal?

2. Reglas de competencia
De los delitos cometidos por los miembros de la 

Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con 
el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o 
tribunales militares, con arreglo a las prescripciones 
del Código Penal Militar.

Tales cortes o tribunales estarán integrados por 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o 
en retiro.

-
bate que “en ningún caso la Justicia Penal Militar o 

ni de los delitos de genocidio y desaparición forzada”.
En este sentido, el proyecto no se ajusta a los ins-

trumentos internacionales. La Corte Interamericana 

2001 en el Caso Barrios Altos, señaló como “viola-

, 
las cuales no pueden ser objeto de investigación por 
parte de la Justicia Penal Militar, sino siempre por la 
ordinaria.

señalado que estas violaciones no son una lista cerra-
da, es decir, que pueden incluir en un momento dado 
otras conductas. Si bien lo que se pretende es cerrar 
esa posibilidad, acudiendo a la prevalencia de los de-

Política, así como al bloque de constitucionalidad es 
posible que la Corte pueda en el futuro ampliar la 
lista que se pretende consagrar en la Constitución.

-
noce los límites de la jurisdicción castrense procura 

la misma Constitución permite que otras conductas 
puedan en el futuro ser de competencia de la justicia 

La consecuencia del acto legislativo será que to-

conocimiento de la Justicia Penal Militar, incluidas 

-

Artículo 4°. Transitorio. Los procesos penales 
que se adelanten contra los miembros de la Fuerza 

-
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conocimiento de la Justicia Penal Militar en el inciso 

se encuentren en la justicia ordinaria, continuarán en 
esta.

-

-
neralizadas, o que no sean genocidio o desaparición 
forzada, son de competencia de la Justicia Penal Mi-
litar, por lo tanto, a partir de la promulgación de la 

casos y deberá recibir de la justicia ordinaria las in-
vestigaciones que actualmente adelanta.

La omisión en la lista de conductas que no pue-
den ser de conocimiento de la Justicia Penal Militar 
del “Homicidio en Persona Protegida”, al ser una in-
fracción al DIH, dejaría la competencia en la Justicia 
Penal Militar, tipo penal en el que se enmarcan los 
llamados “falsos positivos”.

Se llama la atención en que la asignación de com-
petencia a Justicia Penal Militar para conocer de vio-

en persona protegida crea el riesgo de intervención 
de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional y a 

sean desconocidas en el Sistema Interamericano de 

3. Marco jurídico de investigación y juzga-
miento

Por otro lado, el proyecto señala que las infrac-
-

metidas por miembros de la Fuerza Pública serán 

o tribunales militares o policiales, salvo los críme-

forzada. En principio, debe advertirse que la juris-

que aquellas infracciones al DIH que adquieren una 
gravedad inusitada15 son de competencia de la jus-
ticia ordinaria.

Con base en lo anterior, el proyecto de reforma 
restringe severamente el ámbito de competencia de 
la justicia ordinaria al reducirla a crímenes de lesa 

comprendidas aquellas que revistan gravedad inusi-
tada corresponderán a Justicia Penal Militar, entre 

protegida.

requiere que el juez natural de estos casos para los 
militares tenga conocimiento especializado en DIH 

-
llas infracciones de gravedad inusitada puedan ser de 
competencia de la jurisdicción penal militar.

La cuestión es que precisamente situaciones como 
-

bre en los integrantes de la Fuerza Pública respecto 

persona protegida, por ejemplo, son una grave in-
fracción comprendida en la categoría de ejecución 

-
15 Corte Constitucional. Sentencias C-358 de 1997 y C-878 

de 2000.

fracciones al DIH son de conocimiento de la Justicia 
Penal Militar, pero dejando al margen las conductas 
más graves que presuntamente perpetren militares 
activos resulta ser un mensaje político importante, 
pero sin grandes efectos en cuanto a las inquietudes 
planteadas.

La cuestión no es si tales crímenes de mayor rele-
vancia deben ser juzgados por la Justicia Penal Mi-
litar. Ese tema está vedado a esa jurisdicción en el 
Sistema Interamericano y en la jurisdicción interna. 
La cuestión que se debe garantizar es que los funcio-
narios de la justicia ordinaria tengan la preparación 

justo a los militares y policías investigados.
La segunda cuestión es la necesidad de estable-

cer un mecanismo que le permita a la Justicia Penal 
Militar intervenir desde el inicio de las diligencias 
para determinar si efectivamente se trata, por ejem-

muerte legítima en combate. Ese es realmente el 
-

vel constitucional que desconoce la jurisprudencia 
internacional.

Por otro lado, el proyecto de acto legislativo con-
sagra que “Cuando la conducta de los miembros de 

-
do sea investigada y juzgada por las autoridades ju-

-

interpretación y aplicación, y determinará la forma 
-

nacional Humanitario”.
Es una disposición importante, pero debería cir-

cunscribirse no a conductas relacionadas con “un 

procedimientos de policía que se realicen en el mar-

-

-

-

Incluso, consagrar que toda conducta relacionada 
-
-

tario puede ser más gravoso para policías y militares. 
La carga probatoria en el DIH es mayor pues se de-
ben probar elementos como que se atacó un objeti-

-
dades, que la neutralización de ese objetivo supone 

obedecía a una necesidad militar su neutralización, 
entre otros.

-
mado interno?

Pero no es solo eso. Tal directriz implica una 
restricción del ámbito actual de competencia de la 

-
ductas que no están enmarcadas en las infracciones 
al DIH.

Se debe resaltar que no se puede limitar a los jue-
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al DIH, debido a que en su ejercicio deben consi-
derar la Constitución y los tratados internacionales, 
dentro de los cuales unos solamente corresponden 

de la misma Carta Política deben ser siempre teni-
dos en cuenta.

Comisión Técnica de Coordinación
La iniciativa de reforma constitucional establece 

“Si en desarrollo de una acción, operación o 
procedimiento de la Fuerza Pública, ocurre alguna 

-

de coordinación integrada por representantes de la 
jurisdicción penal militar y de la jurisdicción penal 
ordinaria, apoyada por sus respectivos órganos de 
policía judicial. La ley estatutaria regulará la compo-
sición y funcionamiento de esta comisión, la forma 
en que será apoyada por los órganos de policía judi-
cial de las jurisdicciones ordinarias y penal militar y 
los plazos que deberá cumplir”.

Surgen al menos los siguientes comentarios:
– No se asigna una función concreta a la Comi-

-
ticia Penal Militar, duda que determina según la ju-
risprudencia que debe ser de conocimiento de la jus-
ticia ordinaria, no tiene facultad de impedir ni de di-

su resultado será el de elaborar un informe que será 
objeto de evaluación, en las actuales circunstancias 

-
vo, de la Fiscalía y del juez de garantías, ambos de la 

la Carta Política.
– El artículo menciona un órgano de policía ju-

dicial de la Justicia Penal Militar pero no se crea en 
el acto legislativo como dependiente de esa jurisdic-
ción, por lo cual de crearse seguirá dependiendo en 
el cumplimiento de su función de la Fiscalía General 
de la Nación a la cual deberá reportar el resultado de 
sus diligencias.

– Tercero, la creación de una comisión con las ca-
racterísticas que se mencionan, no requiere reforma 

de la Política de Cero Impunidad es Cero Violación 

de Defensa en 2011 y con base en un acuerdo de 
cooperación suscrito entre el Ministerio de Defensa 
Nacional, la Procuraduría General de la República y 
la Fiscalía General de la Nación, se integra una co-

-
petencia16. Se trata de un procedimiento que busca 
acelerar las investigaciones y evitar acudir al Conse-

competencias, lo cual no impide que este se surta. 
El resultado de este mecanismo aumentó en 77% el 
paso de casos de Justicia Penal Militar a ordinaria 
comparando 2010 con 2011.
16 Ministerio de Defensa Nacional. Política de Cero Impu-

medidas contra la impunidad. Bogotá, D. C., 2011.

5. Juzgados y Tribunales Penales Policiales

creen “juzgados y tribunales penales policiales” al 
igual que la facultad para adoptar un Código Penal  
Policial.

Las operaciones militares y los procedimientos 
-

diferencias que pueden ser desarrolladas en nor-

pesar de eso, en principio no se observa una ven-

fortalecimiento de la Justicia Penal Militar. El esta-
blecimiento de una justicia penal policial no resulta 

No obstante, es una norma que podría tener im-
portancia cuando se debata la naturaleza de la policía 
como cuerpo civil y su dependencia del Ministerio 

6. Autonomía e imparcialidad
El proyecto determina que “la ley desarrollará las 

garantías de autonomía e imparcialidad de la Justicia 
Penal Militar. Además, regulará una estructura y un 
sistema de carrera propio e independiente del mando 
institucional”.

La creación de un sistema de carrera propio e in-
dependiente es la base de un funcionamiento trans-

de la Justicia Penal Militar. La dependencia actual 
no sólo abre posibilidades para afectar la recta admi-
nistración de justicia, dado que los ascensos y per-
manencia de estos funcionarios están sujetos a los 
mismos procedimientos establecidos para el resto 
de miembros de cada fuerza. Tal circunstancia tiene 
la capacidad de condicionar en un momento dado la 
conducta de los jueces militares.

Esta reforma respondería además a las continuas 

Humanos. El Tercer Informe sobre la Situación de 
-
-

ción militar de Colombia y de otros países por no 
ofrecer un recurso judicial efectivo e imparcial en los 

la Convención, con lo que se garantiza la impunidad 
y se niega la justicia en tales casos”17.

“Las investigaciones sobre la conducta de miem-
bros de las fuerzas de seguridad manejadas por otros 

-
18.

7. 
Técnica y Especializada

Una iniciativa novedosa pero que no requiere re-
forma constitucional para su implementación es la 
siguiente:

-
lizada de los miembros de la Fuerza Pública, en la 
17

-

en: -

18  Ibídem. Párrafo 19.
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forma en que lo regule la ley, bajo la dependencia, 
orientación y coordinación del Ministerio de Defen-
sa Nacional”.

-

Defensa Nacional presentó al Congreso en el primer 
semestre de 2011 un proyecto en ese sentido. Creaba 

-
lizada para militares y policías.

La dos únicas cosas relevantes de esta norma es 
que se asegura que no pueda ser impugnada una ley 
que cree el Fondo, pero se insiste en que aún sin su 
inclusión en la reforma este se puede crear en la ley. 
Y, segundo, que el acto legislativo faculta al Presi-

a un tema crítico para militares y policías.
Sin embargo, son varias las observaciones sobre 

esta iniciativa:
– La asignación de estas funciones al Ministerio 

de Defensa rompe la estructura del Estado, por cuan-
to la defensoría pública está en cabeza de un órgano 
independiente, como lo es la Defensoría del Pueblo, 
de origen constitucional.

– Al crear un Fondo para defensa a los miembros 
de la Fuerza Pública se plantea un tratamiento que 
vulnera el principio de igualdad, en cuanto a que los 

similar.
– Mirando la propuesta desde otra óptica, los 

miembros de la Fuerza Pública se encuentran some-
tidos a una relación especial de sujeción diferente a 
la de los demás servidores públicos, por su especial 
misión constitucional que implica el empleo de ar-

-
nal, el cual le representa cargas superiores y diferen-
tes, que los ubica en una situación de desigualdad y 

-

a la defensa, medidas como la creación de un Fondo 

8. Centros penitenciarios militares
El proyecto de acto legislativo consagra que:
“Los miembros de la Fuerza Pública cumpli-

rán la detención preventiva en centros de reclu-
sión establecidos para ellos y, a falta de estos, en 
las instalaciones de la Unidad a que pertenezcan. 
Cumplirán la condena en centros penitenciarios 
y carcelarios establecidos para miembros de la 
Fuerza Pública”.

Es una ampliación del llamado fuero carcelario. 
Actualmente, la normatividad señala que una vez 
condenados deben cumplir la pena en los centros 
carcelarios pero separados de los demás reclusos. La 
Ley 65 de 1993 establece:

ARTÍCULO 27. Cárceles para miembros de la 
Fuerza Pública. Los miembros de la Fuerza Públi-
ca cumplirán la detención preventiva en centros de 
reclusión establecidos para ellos y, a falta de estos, 
en las instalaciones de la unidad a que pertenezcan.

-
tros se regirán por normas especiales.

En caso de condena, el sindicado pasará a la res-
-

peciales para estos infractores.

Con la norma se incluyen dos elementos:
– Se crean centros penitenciarios y carcelarios 

-
den de una resolución que los reconoce como tales 
proferidas por el Inpec.

– Se ordena que una vez condenados no cumplan 
su condena en un pabellón especial para miembros 
de la Fuerza Pública en una cárcel común, sino en 
centros penitenciarios y carcelarios establecidos úni-
camente para tales infractores.

Observaciones:
-

nen los miembros de la Fuerza Pública a que, en caso 
de ser investigados o condenados, sean recluidos en 

-
rados de los delincuentes a los cuales por su función 
constitucional debían combatir.

-
-

ca no contraviene la Constitución per se, pero debe 
agregarse a la redacción del artículo que su adminis-

de las cárceles ordinarias y que deberán ser adminis-
trados por el mismo organismo encargado de estas 
últimas. Solo así se garantiza el equilibrio entre el 

que en el tratamiento deben tener todos los condena-

Fuerza Pública.
VI. CONCLUSIONES

– Desde la motivación de la reforma
Si se aprobara la reforma propuesta por el Gobier-

no, la preocupación central de los miembros de la 

documento no se resolvería.
Las diligencias judiciales seguirán comenzando 

por la justicia ordinaria y la policía judicial, así se 
cree un organismo de este tipo en la Justicia Penal 
Militar, continuará dependiendo y reportando con 
base en el artículo 250 constitucional a la Fiscalía 
General de la Nación.

Aun con la reforma serán la Fiscalía y el Juez de 

para adelantar la investigación y juzgamiento sobre 
la base de la regla de que ante la duda es la justicia 
ordinaria a la que corresponde el caso.

Ni la creación del Tribunal ni de la Comisión de 
Coordinación resuelve este punto. La reforma cons-
titucional en este aspecto es inane.

Se quiere eliminar el criterio de duda razonada 

anteriormente en este documento, asignando compe-

-
rición forzada. Empero, la Corte Constitucional tiene 
la facultad, acudiendo al bloque de constitucionali-
dad, de ampliar esa lista a todas las violaciones de 

-
nacional Humanitario de gravedad inusitada, con lo 
cual de ninguna forma se consigue con el acto legis-
lativo dar seguridad jurídica a los miembros de la 
Fuerza Pública.
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Respecto al marco jurídico y a las reglas de com-
petencia, se restringe el ámbito de la Justicia Penal 
Militar al DIH.

Constituyen dos novedades del proyecto la crea-
ción de centros carcelarios para militares y policías, 
al igual que la creación del fondo, con las observa-
ciones anteriormente anotadas.

– Desde otros sectores:
Hay que preservar la presunción de competencia 

-
cepcional y restrictivo de la Justicia Penal Militar; de 
no ser así, se afectaría a la justicia ordinaria que por 
mandato constitucional se impone como juez natural 
general, violando el principio de igualdad.

Mantener intacto el artículo 221 de la C. P. y 
que la Justicia Penal Militar adecue sus procedi-
mientos, sus actuaciones a los estándares naciona-
les e internacionales de administración de justicia, 
como integrarla a la Rama Judicial del Poder Pú-

-

que los jueces penales militares sean responsables 
penal, disciplinaria y administrativamente por la 

-
cepcionales.

Se requiere la articulación en debida forma entre 
-

nal Humanitario.

se establece un Tribunal de Garantías Penales, que 

servidores militares y policiales, creando un sistema 
de justicia paralelo al establecido para todas las per-
sonas y funcionarios.

-
lizada a los miembros de la Fuerza Pública, ya que el 
Estado cuenta con un sistema de defensoría pública 
a cargo de la Defensoría del Pueblo, que si no ga-

se debe revisar y ajustar este servicio en la misma 
entidad.

proyecto de reforma a la justicia y al fuero pe-
nal militar, como está plantada, no resuelve las 
preocupaciones que lo motivaron ni los graves 
problemas de la Justicia Penal Militar; por tan-
to, esta reforma resultaría ineficaz e inútil. Los 
problemas de inseguridad jurídica se manten-
drán. Mientras no se resuelvan los inconvenien-
tes centrales que enfrenta el fuero penal militar, 
se continuará desconociendo la jurisprudencia 
internacional y se abre la puerta para las posibles 
actuaciones de la Corte Penal Internacional y la 

______________________________________
J. Kenneth Burbano Villamarín

Coordinador Observatorio de Intervención  
Ciudadana Constitucional

www.unilibre.edu.co
31 de octubre de 2012.

14. JAHEL QUIROGA CARRILLO – COR-
PORACIÓN REINICIAR
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15. JOMARIE ORTEGÓN OSORIO - CO-
LECTIVO DE ABOGADOS JOSÉ ALVEAR 
RESTREPO.
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16. JUAN CARLOS MONJE - ALTO COMI-
SIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA 
LOS DERECHOS HUMANOS.

Comisionada de las Naciones Unidas para los De-
rechos Humanos en el Congreso de la República 
de Colombia

AUDIENCIA PÚBLICA SOBRE PROYEC-
TO FUERO MILITAR

Bogotá, D. C., 15 de noviembre de 2012
Introducción

-
ver para mejorar el Sistema Judicial en Colombia, la 
propuesta de acto legislativo que cursa en el Congre-
so para reformar el fuero militar no es necesaria para 

retroceso en el funcionamiento de la Administración 
de Justicia en el país. 

Tanto desde una perspectiva legal como práctica, 

-
recen una ampliación del fuero militar, sino su limi-
tación. Y en la práctica, una reforma constitucional 
no debería ocuparse de los objetivos contenidos en la 
propuesta, dado que algunos de los cambios podrían 

-

La reforma constitucional que se pretende in-

las diferentes instituciones del Estado. Este es un 
problema que debe ser abordado de manera directa 

-

tivo. La reforma simplemente crea confusión y no 
es claro si su aplicación será retroactiva y si los 
casos relacionados con los “falsos positivos” esta-
rán bajo su órbita de competencia. Considerando 
la jurisprudencia vigente, y a pesar de las inten-
ciones que inspiran la propuesta, es muy probable 

Corte Constitucional –bien por razones procedi-
mentales o sustantivas–, o que sea demandada con 

-
nos o de la ONU.

-
siastas, quienes en su mayoría parecen apoyar esta 
propuesta por razones emocionales, ideológicas y 

en una especie de “prueba de fuego” sobre el apoyo 
a las Fuerzas Armadas. Así, el nivel de entendimien-
to y debate sobre su necesidad y contenido parecen 

ser apoyada como una cuestión de principio.

motivan la reforma y ofrece alternativas a esta ini-

presenta algunas de las razones por las cuales esta 
reforma es cuestionable desde una perspectiva de 

1. ¿Para qué una reforma constitucional?
-

mar la Constitución como si esta fórmula, per se, 
pudiese resolver los problemas estructurales y aun 
coyunturales del Estado. En diversas ocasiones esto 

-
gaciones internacionales de rango constitucional en 

-
nal Humanitario ni los precedentes jurisprudenciales 
que interpretan y delimitan el alcance de las normas. 

-
torias de inconstitucionalidad, generando inestabi-
lidad jurídica y retrocesos que pueden propiciar el 
debilitamiento institucional e incluso, la impunidad.

la norma constitucional vigente en materia de fue-
ro militar19, la jurisprudencia de la Corte Constitu-
cional20 y los desarrollos legales de los últimos 20 
años21

19 Constitución Política de 1991, artículo 221, según el cual 
“De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza 
Pública en servicio activo, y en relación con el mismo servi-
cio, conocerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares, 
con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. 
Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por miembros 
de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro”.

20 Corte Constitucional, Sentencias C-358 de 1997, C-878 

2008.
21 

-
culo 3 , relativos a los 
delitos no relacionados con el servicio. Asimismo, en las 
directivas del Ministerio de Defensa Nacional número 
10 de 2007 y número 19 de 2007, se enfatiza que “la 
competencia de la Justicia Penal Militar es restrictiva y 

-

los que no aparezca diáfanamente su relación directa con 

Es decir, que cualquier duda sobre la relación del presun-

de la jurisdicción ordinaria”.



GACETA DEL CONGRESO  87  Martes, 12 de marzo de 2013 Página 63

miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y 
en relación con el mismo servicio, es decir, aquellos 
que se derivan directamente de la función militar o 
policial que la Constitución, la ley y los reglamentos 

su ámbito de acción debe ser interpretado de manera 
restrictiva, particularmente teniendo en cuenta que 
en Colombia aquella pertenece a la Rama Ejecutiva 
del Poder Público, no a la Judicial.

-
-

nes consagran, en general, una única norma a partir 
de la cual la ley reglamenta el tema, tal como sucede 
actualmente en Colombia22

se establecen como criterios imperantes el personal 

policiales–, y el funcional –la Justicia Penal Militar 
es para delitos estrictamente militares–; es decir, que 
la Justicia Penal Militar juzga las faltas y delitos típi-
camente militares, mientras que las conductas abier-
tamente contrarias a la función constitucional de la 
Fuerza Pública, que por su sola comisión rompen 

ser conocidas por la justicia ordinaria, lo mismo que 
aquellas que ofrezcan dudas sobre la naturaleza del 

La Alta Comisionada de Naciones Unidas para 

correspondiente a 2011, reiteró “la obligación de la 
Justicia Penal Militar de abstenerse de iniciar inves-

22 Ver por ejemplo, las constituciones de: EL SALVADOR, 

 jurídico estrictamente 
militar”; HONDURAS, artículo 90, que reconoce el 
“fuero de guerra para los delitos y faltas de orden mili-

el Congreso como “el conjunto de normas contenidas en 
la legislación penal militar, a ser aplicadas por los tribu-
nales militares a los miembros de las Fuerzas Armadas 
que estando de alta y en acto de servicio, incurrieren en la 
comisión de delitos o faltas de naturaleza estrictamente 

si el delito es penal común o penal militar, prevalecerá el 

que “los tribunales militares solo juzgarán delitos o fal-

cometidos por militares en servicio activo. Sus fallos po-
drán ser recurridos ante la justicia ordinaria. Cuando se 
trate de un acto previsto y penado, tanto por la ley penal 
común como por la ley penal militar no será considerado 

un militar en servicio activo y en ejercicio de funciones 
castrenses. En caso de duda de si el delito es común o 
militar, se lo considerará como delito común”; PERÚ, 
artículo 173, según el cual, “en caso de delito de función, 
los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Na-
cional están sometidas al fuero respectivo y al Código de 
Justicia Militar”; URUGUAY, artículo 253, que dispone 
que “la jurisdicción militar queda limitada a los delitos 
militares y al caso de estado de guerra. Los delitos comu-
nes cometidos por militares en tiempo de paz, cualquiera 
que sea el lugar donde se cometan, estarán sometidos a la 
justicia ordinaria”; y VENEZUELA, artículo 261, según 
el cual “la comisión de delitos comunes, violaciones de 

juzgados por los tribunales ordinarios. La competencia 
de los tribunales militares se limita a delitos de naturale-
za militar”.

Humanitario. Además, en caso de duda, la jurisdic-
ción ordinaria, y no la militar, debe ser competen-
te, ya que la primera constituye la regla general y la 

-
tándares internacionales y la jurisprudencia nacional 

considera esencial que en estos casos las primeras 

jurisdicción ordinaria. Estos estándares deben ser te-
nidos en cuenta en los debates sobre reforma de la 
justicia que están teniendo lugar en el Congreso de 
la República”.

-

objetivo, independiente e imparcial es esencial para 
-

nos, así como una condición indispensable para la 

de obligatorio cumplimiento para Colombia dada la 

disposiciones y su incorporación –con rango consti-
tucional– a nivel interno. 

En este sentido, una adecuada regulación de la 
justicia ordinaria y de la Justicia Penal Militar es 
esencial para la correcta Administración de Justicia y 

-

opera tanto frente a las víctimas de los delitos como 
a los presuntos responsables.

Las obligaciones internacionales del Estado, que 
constituyen el deber de garantía, implican, en mate-

-

de las víctimas y sus familiares.
Respecto de la Justicia Penal Militar, la Corte 

reiteradamente que “en un Estado Democrático de 

-
da a la protección de intereses jurídicos especiales, 
vinculados con las funciones que la ley asigna a las 
Fuerzas Militares. Por ello, solo se debe juzgar a 
militares por la comisión de delitos o faltas que por 
su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos 
propios del orden militar. Cuando la justicia militar 
asume competencia sobre un asunto que debe cono-

juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, 
a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio 

23. 
Adicionalmente, el Conjunto de principios actua-

lizado para la protección y promoción de los Dere-

, 
establece en el Principio 29 sobre las restricciones 
a la competencia de los tribunales militares, que “la 
23 -

de Mapiripán vs. Colombia (2005); 19 Comerciantes vs. 

Lori Berenson vs. Perú; Cantoral Benavides vs. Perú 

Colombia (2007).
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competencia de los tribunales militares deberá limi-

competencia de los tribunales nacionales ordinarios 
o, en su caso, cuando se trate de delitos graves con-

internacional o internacionalizado”.

Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria con-
sideró que “de subsistir alguna forma de justicia mi-
litar, debería en todo caso respetar cuatro límites: a) 
debería declararse incompetente para juzgar a civi-
les; b) debería declararse incompetente para juzgar a 

declararse incompetente para juzgar a civiles y a mi-
litares en los casos de rebelión, sedición o cualquier 

-
men democrático; d) no estaría en ningún caso auto-
rizado a imponer la pena de muerte”.

el proyecto de reforma en trámite corre el riesgo de ser 
-

tivas descritas, derivadas de las obligaciones estatales 

mecanismos que vulnerarían el principio de igualdad 
ante la ley, consagrado constitucionalmente.

-

aspecto que en su momento, de ser aprobada la refor-
ma, evaluará la Corte Constitucional.

Teniendo en cuenta que esta reforma podrá ser 
cuestionada judicialmente a nivel nacional e inter-
nacional y su constitucionalidad no es clara, es un 

la actualidad. Consideramos que, por el contrario, 
los agravará al generar confusión e inseguridad, par-

cuestionen su conformidad con las obligaciones del 
Estado y con los parámetros constitucionales.

2. 
de reforma

Nuestra observación y análisis del proyecto de 
reforma constitucional nos indican que este tendría 

-
tuciones colombianas. Este problema no se resolverá 

mismo, una razón para introducir complejos y cues-
tionables cambios en la Carta. 

Como se verá en adelante, la discusión responde 
más a posiciones ideológicas y políticas que a con-
sideraciones legales y fácticas u objetivas, lo que se 

No se garantiza el derecho de defensa de los 
miembros de la Fuerza Pública

un sistema de defensa apropiado para los miembros 
de la Fuerza Pública ni mecanismos para proteger los 

un sistema independiente de defensa para miembros 
de la Fuerza Pública.

En relación con este tema, la Corte Constitu-

-
preso a todos los procesos penales, inclusive a los 

militares”25

-
yente de 1991, la de asegurar a todas las personas, 

-

-
-

te, con carácter imperativo y general, al legislador, 
a la ley y a los jueces”26.

En este sentido, la Constitución27 determina que 
una de las funciones del Defensor del Pueblo es la 
de “organizar y dirigir la defensoría pública en los 

-
28, “tiene 

como propósito fundamental el de representar judi-

imposibilidad económica o social no puedan asegu-

-

ciudadano de acceder a la justicia o a las decisio-

defensa”29.

para todos los ciudadanos que requieran de este ser-
vicio –incluidos, por supuesto, los miembros de la 
Fuerza Pública– debería ser fortalecida y su planta 
de personal ampliada con el personal profesional 

las necesidades de las personas que así lo requie-
ran. Así se desarrollará el mandato constitucional, 
según el cual el Estado debe ofrecer, en condiciones 
de igualdad, las garantías propias del debido proce-
so a todas las personas vinculadas a una investiga-
ción penal.

• Los jueces militares garantizarán los dere-
chos de los soldados mucho mejor que la justicia 
ordinaria

Una segunda línea de argumentación presentada 
-

ciencia de la Administración de Justicia ordinaria para 

vale la pena destacar que en múltiples casos, miem-
bros de la Fuerza Pública condenados por el Tribunal 

-

vicios contenidos en las decisiones en su contra. Con 
fundamento en la falta de competencia del Tribunal 
Militar, dada la ausencia de relación de los delitos con 

Militar, en numerosas ocasiones la Sala de Casación 

30. 
25 Sentencia número C-592 de 1993.
26 Ídem nota anterior.
27
28 Sentencia número C-037 de 1996.
29 Sentencia número C-071 de 1995.
30 Ver, por ejemplo, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casa-

ción Penal, sentencia de julio 1  de 2009, Radicado 27239, 

Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia de agosto 18 
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Lo anterior permite aclarar, por lo menos, dos 
asuntos en relación con la supuesta desprotección 
de los miembros de la Fuerza Pública: en primer lu-

-

que los jueces ordinarios actúan parcializados en su 
contra. Y en segundo lugar, es contradictorio el argu-
mento según el cual los actuales parámetros consti-
tucionales y su interpretación son confusos y viola-

cuando justamente estos mismos parámetros son el 
principal argumento de su defensa en los procesos, 

-
titucional.

• Los procesos son muy lentos en la justicia or-
dinaria

Otra de las razones que se esgrimen a favor de la 
reforma es la lentitud de los procesos en la Fiscalía, 

-
-

to judicial. De no resolverse este problema de fondo, 
la creación de nuevas instituciones y procedimientos 
terminaría duplicando las fallas estructurales de la 
Administración de Justicia.

En relación con la Fiscalía, las demoras en la de-
-

vo de las investigaciones que se siguen en contra de 

del ente investigador de avanzar en la superación de 
la impunidad, incluyendo claramente el tema de la 
dilación de los procesos.

Asimismo, es útil tomar en consideración la 
-

pada de los procesos que pueden conducir, donde 
sean aplicables, a que la duración de las investiga-
ciones disminuya sustancialmente, al tiempo que 

-

Ello, por supuesto, sin desconocer los valores su-
periores de justicia, equidad y efectividad del 
derecho material.

Finalmente, es necesario tener en cuenta que 
Colombia es un país afectado por fenómenos ma-

-
yendo miembros de la Fuerza Pública. El sistema 
de justicia ordinario no fue diseñado para respon-
der a la gran escala de violaciones cometidas y se 
encuentra saturado con el número de procesos e 
investigaciones que se adelantan por esta causa. 
Bajo esta perspectiva, sin un cambio en la lógica 
de operación, el sistema de justicia no puede res-

• Los jueces no tienen el conocimiento reque-
rido 

-
miento de la actividad militar en la justicia ordinaria 

justo. Consideramos que esto se podría subsanar, de 
ser el caso, con la eventual creación de salas espe-
cializadas en los tribunales de la justicia ordinaria, o 

capacitación que permitan llenar ese vacío, en aque-

con el servicio, se requiera de un análisis especializa-
do sobre la lógica de la actuación militar o policial. 

-
juntamente cuáles son las fallas por desconocimiento 
de la práctica castrense que se atribuyen a las auto-

-
sanarlas.

• La inseguridad jurídica de la tropa
a) Número de casos contra militares en trámite en 

la justicia ordinaria

ello. Es algo que los militares deben aceptar como un 
problema del pasado y enfrentarlo directamente: el 
alto número de procesos que se adelantan en la jus-
ticia ordinaria contra miembros de la Fuerza Pública 
son en su mayoría, derivados de la atroz práctica de 

-
nerado “inseguridad jurídica” para la tropa con la 
apertura de procesos penales en su contra y que ello 

-
tido, como es de público conocimiento, en el país 
se presentó un incremento sostenido de las ejecucio-

la Fiscalía en contra de miembros de la Fuerza Públi-
ca, la gran mayoría asignados a la Unidad Nacional 

-
manitario. La apertura de estos casos responde a la 

ajenos por completo a la misión constitucional de la 
Fuerza Pública. 

La tendencia, gracias a las medidas adoptadas 
en 2008 por el Gobierno para erradicar esa abe-

ese de tiempo, como se evidencia en las siguientes 

CASOS ASIGNADOS A LA UNIDAD 
NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS POR 

HOMICIDIOS ATRIBUIDOS A AGENTES DEL 
ESTADO 

(POR FECHA DE LOS HECHOS) 

Fuente: Fiscalía General de la Nación, datos a 31 de 
marzo de 2012

Año N° de casos 
1985 a 1999 50

2000 11
2001 8
2002 38
2003 71

155 
2005 182 
2006 353 
2007 600 
2008 211 
2009 13
2010 5
2011 3

Por establecer 8
TOTAL 1.708 

Prueba de ello es que de los 1.708 casos –que 
-

195 sentencias, 75 de ellas anticipadas –es decir, con 
aceptación de responsabilidad por parte de los impli-

indica el siguiente cuadro.
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INVESTIGACIONES HOMICIDIOS ATRIBUIDOS A 
AGENTES DEL ESTADO31

Casos Asignados 1.708 
Casos Abiertos
Casos en preliminar
Casos en instrucción

1.596 
920
676 

Personas vinculadas
Miembros de la Fuerza Pública
Personas acusadas
Con resolución de acusación
Con formulación de acusación 

1.863
1.658

205 
Casos en juicio 100 
Sentencias condenatorias
Ordinarias
Anticipadas 

195
120
75 

Personas afectadas con sentencias 
condenatorias 523 

Adicionalmente, del total de miembros de la 
-

b) Percepción vs. realidad: la necesidad de infor-
31

-

Fuerzas Armadas en 2010, reveló que para el 85% de 
los 5.000 uniformados consultados, el principal te-
mor era terminar en la cárcel por participar en com-
bates contra la guerrilla32.

Esta percepción errónea debe ser corregida. Ningún 
soldado debe ir a la cárcel por combatir la guerrilla en el 

y es un delito grave cometido en contra de población 
-

Se trata entonces de un problema de percepción, 
no de una realidad. La respuesta no debe ser una re-
forma constitucional. Admitir las faltas graves come-
tidas por miembros de la Fuerza Pública es el primer 
paso para superarlas. Es importante señalar que el 
sistema judicial es una manera natural para corregir 

la justicia ejerce una especie de cacería de brujas. Una 
-

ciones del Estado. Esto debe confrontarse igualmente. 
Conclusión

-
mulado, reiteramos que, a juicio de la OACNUDH, 
no es necesaria una reforma constitucional respec-
to del fuero militar, e invitamos a las autoridades a 
afrontar con una actitud constructiva la superación 

-
cesario realizar un diagnóstico conjunto sobre los 
problemas y adoptar las medidas requeridas para 

teniendo presentes en las discusiones, tanto los com-
promisos internacionales del Estado como los pre-
cedentes jurisprudenciales en la materia establecidos 
por la Corte Constitucional.
31 -

32 Tomado de: “La paz y la fuerza pública… ¡arrr!”, Revista Se-
mana, edición 1586, septiembre 22 de 2012 páginas 38-39.

17. ÓSCAR JAVIER GORDILLO CADENA 
DE FAVORES ONG

Honorables Senadores de la Cámara Primera del 
Senado de la República: Quisiera iniciar esta ponen-
cia trayendo la inquietud de los soldados de la Patria, 
quisiera que entiendan la importancia de reintegrar y 

-
cido tienen los miembros de la Fuerza Pública y que 

en el marco de las operaciones en contra de la ame-
naza terrorista, que sea investigado y juzgado por sus 
propios pares, por su juez natural, por la Justicia Penal 

y para ello se requiere de personas que entiendan el 
marco de las operaciones militares, no de entes jurídi-
cos que acusen a nuestros soldados como delincuentes 

reconocidos con medallas al orden público y al valor 
no se reviertan en imputaciones de crímenes y poste-
riormente en juicios sesgados y condenas que rallan 
con las cadenas perpetuas. 

-
dido de la amenaza terrorista por más de 50 años a 
la sociedad, la democracia y al Estado, pero la inse-
guridad jurídica que genera la falta del Fuero Militar 
disminuye la voluntad combativa de la tropa y a pe-
sar de todo esto, nuestras Fuerzas Militares y Policía 

la defensa de la soberanía, la independencia, la inte-
gridad del territorio nacional y del orden constitucio-
nal, son los únicos servidores públicos a los cuales 

integridad física por brindarnos seguridad y buscar 
-
-

la presunción de inocencia, el desconocimiento del 

operadores Jurídicos en Colombia es el que preserva 
y protege a la víctima o supuesta víctima y deja a un 

-

Colombia comprenden que es un objetivo militar? 
¿Cuál es el principio de la ventaja militar? ¿Cómo 
concebir el proceso militar para la toma de decisio-
nes? ¿Cómo concebir el procedimiento de una ope-
ración táctica en el ámbito de las operaciones? ¿Ana-
lizar si ese objetivo militar es lícito de ataque? ¿Si 
puede usar la fuerza letal? ¿Tener en cuenta la pro-

y tienen en cuenta cada uno de estos procedimientos 

por la Fuerza Pública para desarrollar las operacio-
nes militares en contra de los grupos terroristas. 

las declaraciones de San Petersburgo, en el combate el 

un objetivo militar licito, cuando se ataca a un enemigo 
criminal terrorista, el uso de la fuerza letal tiene la fuer-

-
mentales del pueblo colombiano y por ese acto de com-
bate, esa operación militar se realiza en un marco lícito, 
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-
miento de este, por parte de los entes jurídicos, genera 

nuestros mejores combatientes. Con justa razón la tropa 
tiene esa incertidumbre en las investigaciones y juicios 
que se adelantan en su contra, por estas razones se eleva 
el clamor del soldado, que quien lo investigue y juzgue 

-

Internacional Humanitario, que apliquen la transversa-
-

tías jurídicas para poder ejercer su función constitucio-
nal, el Estado debe rodear al soldado y blindarlo jurídi-
camente, la guerra la no puede ganar el soldado sin el 
acompañamiento de sus instituciones y de la sociedad. 

Es lamentable que en Colombia los combatientes 

el enemigo y a la vez este mendigándole garantías ju-
rídicas a ese mismo Estado por el cual ofrenda su vida, 

Militar es defensor del DIH. y los DD. HH. es impla-
cable con las conductas punibles que puedan cometer 
algunos soldados; señores senadores, está en sus manos 
devolverles esas garantías jurídicas para que nuestros 

paz, el Fuero Penal Militar y el Fuero Penitenciario a 
-

-
dados, en ningún momento pregonamos impunidad, 
tanto nosotros como ellos somos respetuosos de los de-

18. JUAN CAMILO OLIVERA - COMISIÓN 
COLOMBIANA DE JURISTAS
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19. LUIS MANUEL NEIRA - SECRETARIO 
GENERAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA
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20. COMUNICADO DE PRENSA RELATO-
RES – CARTA ABIERTA 19-10-2012
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21. CARTA ABIERTA ABOGADOS SIN 
FRONTERA
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Los originales de esta Gaceta reposan para su 
consulta en la Secretaría del Senado.

inscritos, la Presidencia da por terminada la Audien-
cia Pública.

La Presidenta,
Karime Mota y Morad.

La Vicepresidente,
Doris Clemencia Vega Quiroz.

El Secretario,
Guillermo León Giraldo Gil.
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